
Los actos cuyos títulos van impresos en caracteres finos son actos de gestión corriente, adoptados en el marco de la política
agraria, y que tienen generalmente un período de validez limitado.

Los actos cuyos títulos van impresos en caracteres gruesos y precedidos de un asterisco son todos los demµs actos.
ES

Diario Oficial
de las Comunidades Europeas

ISSN 1012-9200

Edición
en lengua espaæola Legislación

Sumario

2 (continuación al dorso)

L 125
42o año

19 de mayo de 1999

I Actos cuya publicación es una condición para su aplicabilidad

Reglamento (CE) no 1020/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el que
se establecen valores globales de importación para la determinación del precio de
entrada de determinadas frutas y hortalizas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1

Reglamento (CE) no 1021/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el que
se modifican los Reglamentos (CE) nos 1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98
y 2198/98 relativos a la apertura de licitaciones permanentes para la exportación de
cebada en poder de determinados organismos de intervención . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3

Reglamento (CE) no 1022/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el que
se modifican los Reglamentos (CE) nos 1123/98 y 1641/98 relativos a la apertura de
licitaciones permanentes para la exportación de centeno en poder de determinados
organismos de intervención . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5

Reglamento (CE) no 1023/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, relativo a la
apertura de una licitación permanente para la reventa en el mercado interior de
283 000 toneladas de maíz que se encuentran en poder del organismo de interven-
ción francés . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7

À Reglamento (CE) no 1024/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el
que se modifica el Reglamento (CE) no 1595/98 que modifica el Reglamento
(CE) no 2603/97 por el que se establecen las disposiciones de aplicación para
la importación de arroz originario de los Estados ACP y de los países y
territorios de Ultramar (PTU) y por el que se establecen determinadas dispo-
siciones especiales para el reembolso parcial de los derechos de importación
percibidos por el arroz originario de los Estados ACP . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8

Reglamento (CE) no 1025/1999 de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el que
se modifican los derechos de importación en el sector de los cereales . . . . . . . . . . . . . . . 9

  



ES

Sumario (continuación) II Actos cuya publicación no es una condición para su aplicabilidad

Comisión

1999/329/CE:

À Decisión de la Comisión, de 12 de abril de 1999, en relación con un procedi-
miento con arreglo a los artículos 85 y 86 del Tratado CE y a los artículos 53
y 54 del Acuerdo EEE (Asuntos IV/D-1/30.373  P&I Clubs/IGA y IV/D-
37.140  P&I Clubs/Pooling Agreement) (1) [notificada con el número C(1999)
221] . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12

Banco Central Europeo

1999/330/CE:

À Decisión del Banco central Europeo, de 9 de junio de 1998, relativa a la
adopción de las condiciones de contratación del personal del Banco Central
Europeo en su versión modificada de 31 de marzo de 1999 (BCE/1998/4) . . . . . 32

1999/331/CE:

À Decisión del Banco central Europeo, de 1 de diciembre de 1998, relativa a la
participación de los bancos centrales nacionales en la clave de capital del
Banco Central Europeo (BCE/1998/13) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33

À Reglamento interno del Banco Central Europeo en su versión modificada de
22 de abril de 1999 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 34

Rectificaciones

À Rectificación al Reglamento (CE) no 2797/98 del Consejo, de 17 de diciembre de 1998,
que sustituye el anexo del Reglamento (CE) no 1255/96, por el que se suspenden
temporalmente los derechos autónomos del arancel aduanero común sobre algunos
productos industriales y agrícolas (DO L 352 de 29.12.1998) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40

À Rectificación al Reglamento (CE) no 682/1999 de la Comisión, de 29 de marzo de 1999,
que modifica el Reglamento (CE) no 2106/98 por el que se establecen medidas espe-
ciales de inaplicación de los Reglamentos (CEE) nos 3665/87 y 3719/88 en el sector de la
carne de vacuno (DO L 86 de 30.3.1999) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40

Rectificación al Reglamento (CE) no 992/1999 de la Comisión, de 10 mayo de 1999, relativo al
suministro de cereales en concepto de ayuda humanitaria (DO L 121 de 11.5.1999) . . . . . . . . . . . 41

Rectificación al Reglamento (CE) no 1019/1999 de la Comisión, de 17 de mayo de 1999, por el
que se restablece el derecho de aduana preferencial para la importación de claveles de varias
flores (spray) originarios de Israel (DO L 124 de 18.5.1999) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 41

(1) Texto pertinente a los fines del EEE

  



ES Diario Oficial de las Comunidades Europeas19. 5. 1999 L 125/1

I

(Actos cuya publicación es una condición para su aplicabilidad)

REGLAMENTO (CE) No 1020/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

por el que se establecen valores globales de importación para la determinación
del precio de entrada de determinadas frutas y hortalizas

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 3223/94 de la Comisión, de
21 de diciembre de 1994, por el que se establecen disposi-
ciones de aplicación del régimen de importación de frutas
y hortalizas (1), modificado en último lugar por el Regla-
mento (CE) no 1498/98 (2), y, en particular, el apartado 1
de su artículo 4,

Considerando que el Reglamento (CE) no 3223/94 esta-
blece, en aplicación de los resultados de las negociaciones
comerciales multilaterales de la Ronda Uruguay, los crite-
rios para que la Comisión fije los valores a tanto alzado de
importación de terceros países correspondientes a los
productos y períodos que se precisan en su anexo;

Considerando que, en aplicación de los criterios antes
indicados, los valores globales de importación deben
fijarse en los niveles que figuran en el anexo del presente
Reglamento,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Los valores globales de importación a que se refiere el
artículo 4 del Reglamento (CE) no 3223/94 quedan fijados
según se indica en el cuadro del anexo.

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el 19 de mayo de
1999.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 337 de 24.12.1994, p. 66.
(2) DO L 198 de 15.7.1998, p. 4.
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ANEXO

del Reglamento de la Comisión, de 18 de mayo de 1999, por el que se establecen los valores
globales de importación para la determinación del precio de entrada de determinadas frutas

y hortalizas

(EUR/100 kg)

Código NC Código
país tercero (1)

Valor global
de importación

0702 00 00 052 105,2
068 92,4
999 98,8

0707 00 05 052 86,3
064 41,3
628 129,4
999 85,7

0709 90 70 052 54,4
999 54,4

0805 10 10, 0805 10 30, 0805 10 50 204 45,2
212 63,8
600 46,3
624 48,7
999 51,0

0805 30 10 388 113,6
999 113,6

0808 10 20, 0808 10 50, 0808 10 90 388 80,4
400 103,3
508 72,8
512 72,7
524 77,7
528 64,4
804 100,9
999 81,7

(1) Nomenclatura de países fijada por el Reglamento (CE) no 2317/97 de la Comisión (DO L 321 de 22.11.1997, p. 19).
El código «999» significa «otros orígenes».
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REGLAMENTO (CE) No 1021/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

por el que se modifican los Reglamentos (CE) nos 1666/98, 1667/98, 1735/98,
1759/98, 1760/98 y 2198/98 relativos a la apertura de licitaciones permanentes para
la exportación de cebada en poder de determinados organismos de intervención

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CEE) no 1766/92 del Consejo, de 30
de junio de 1992, por el que se establece la organización
común de mercados en el sector de los cereales (1), cuya
última modificación la constituye el Reglamento (CE)
no 923/96 de la Comisión (2), y, en particular su artículo
5,

(1) Considerando que el Reglamento (CEE) no 2131/
93 de la Comisión (3), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 39/1999 (4), esta-
blece los procedimientos y las condiciones de
puesta en venta de los cereales en poder de los
organismos de intervención;

(2) Considerando que es necesario aplazar la fecha de
la última licitación parcial correspondiente a las
licitaciones contempladas en los Reglamentos de la
Comisión (CE) nos 1666/98 (5), cuya última modifi-
cación la constituye el Reglamento (CE) no 631/
1999 (6), 1667/98 (7), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 468/1999 (8),
1735/98 (9), cuya última modificación la constituye
el Reglamento (CE) no 438/1999 (10), 1759/98 (11),
cuya última modificación la constituye el Regla-
mento (CE) no 2642/98 (12), 1760/98 (13), cuya
última modificación la constituye el Reglamento
(CE) no 849/1999 (14) y 2198/98 (15), cuya última
modificación la constituye el Reglamento (CE)
no 2694/98 (16);

(3) Considerando que la licitación prevista para la
exportación de existencias de intervención es parti-
cular en la medida en que será también operativa al
final de la campaña, a partir de junio de 1999; que,
en ese caso, las entregas correspondientes a las
ofertas presentadas entre el 3 y el 30 de junio de
1999 sólo serán posibles a partir del 1 de julio de

1999; que es preciso, por lo tanto, establecer una
excepción a lo dispuesto en el párrafo primero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93,
fijando un plazo máximo de un mes entre la acep-
tación de la oferta y el pago;

(4) Considerando que las medidas previstas en el
presente Reglamento se ajustan al dictamen del
Comité de gestión de los cereales,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Después del apartado 1 del artículo 2 de los Reglamentos
(CE) nos 1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98 y
2198/98, se añadirá la frase siguiente:

«Sin embargo, en el caso de las ofertas realizadas a
partir del 3 de junio de 1999, el cumplimiento de los
trámites aduaneros de exportación sólo podrá reali-
zarse a partir del 1 de julio de 1999.».

Artículo 2

El apartado 2 del artículo 4 de los Reglamentos (CE) nos

1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98 y 2198/98
se sustituirá por el texto siguiente:

«2. Entre los días 3 y 30 de junio de 1999, las
ofertas presentadas con arreglo a la presente licitación
sólo serán admisibles si van acompañadas de un
compromiso escrito de no exportar hasta el 1 de julio
de 1999. No podrán ir acompañadas de solicitudes de
certificados de exportación presentadas con arreglo al
artículo 44 del Reglamento (CEE) no 3719/88 de la
Comisión (*).

(*) DO L 331 de 2.12.1988, p. 1.».

Artículo 3

El apartado 3 del artículo 5 de los Reglamentos (CE) nos

1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98 y 2198/98
se sustituirá por el texto siguiente:

«3. La última licitación parcial expirará el 30 de
septiembre de 1999 a las 9 horas (hora de Bruselas).».

(1) DO L 181 de 1.7.1992, p. 21.
(2) DO L 126 de 24.5.1996, p. 37.
(3) DO L 191 de 31.7.1993, p. 76.
(4) DO L 5 de 9.1.1999, p. 64.
(5) DO L 211 de 29.7.1998, p. 12.
(6) DO L 80 de 25.3.1999, p. 9.
(7) DO L 211 de 29.7.1998, p. 17.
(8) DO L 56 de 4.3.1999, p. 24.
(9) DO L 217 de 5.8.1998, p. 13.
(10) DO L 52 de 27.2.1999, p. 31.
(11) DO L 221 de 8.8.1998, p. 8.
(12) DO L 335 de 10.12.1998, p. 12.
(13) DO L 221 de 8.8.1998, p. 13.
(14) DO L 107 de 24.4.1999, p. 8.
(15) DO L 277 de 14.10.1998, p. 9.
(16) DO L 338 de 15.12.1998, p. 10.
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Artículo 4

Se añadirá el artículo 5 bis siguiente en los Reglamentos
(CE) nos 1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98 y
2198/98:

«Artículo 5 bis

Se aplicarán las disposiciones siguientes a las ofertas
presentadas entre el 3 y el 30 de junio de 1999:

 no obstante lo dispuesto en el párrafo primero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93, el
pago de los cereales deberá efectuarse a más tardar
el 31 de julio de 1999,

 no obstante lo dispuesto en el párrafo tercero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93, el
precio que deberá pagarse por la exportación será
el mencionado en la oferta.».

Artículo 5

Se añadirá el artículo 5 ter siguiente en los Reglamentos
(CE) nos 1666/98, 1667/98, 1735/98, 1759/98, 1760/98 y
2198/98:

«Artículo 5 ter

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del
artículo 17 del Reglamento (CEE) no 2131/93, la
garantía contemplada en el segundo guión del apar-
tado 2 del artículo 17 de dicho Reglamento, corres-
pondiente a los certificados solicitados entre el 3 y el
30 de junio de 1999, no se liberará hasta que no se
aporte la prueba de que los trámites aduaneros de
exportación se han efectuado a partir del 1 de julio de
1999.».

Artículo 6

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su
publicación en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión
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REGLAMENTO (CE) No 1022/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

por el que se modifican los Reglamentos (CE) nos 1123/98 y 1641/98 relativos a la
apertura de licitaciones permanentes para la exportación de centeno en poder de

determinados organismos de intervención

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CEE) no 1766/92 del Consejo, de 30
de junio de 1992, por el que se establece la organización
común de mercados en el sector de los cereales (1), cuya
última modificación la constituye el Reglamento (CE)
no 923/96 de la Comisión (2), y, en particular su artículo
5,

(1) Considerando que el Reglamento (CEE) no 2131/
93 de la Comisión (3), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 39/1999 (4), esta-
blece los procedimientos y las condiciones de
puesta en venta de los cereales en poder de los
organismos de intervención;

(2) Considerando que es necesario aplazar la fecha de
la última licitación parcial correspondiente a las
licitaciones contempladas en los Reglamentos (CE)
nos 1123/98 (5), cuya última modificación la consti-
tuye el Reglamento (CE) no 2043/98 (6), y (CE)
no 1641/98 (7), cuya última modificación la consti-
tuye el Reglamento (CE) no 492/1999 (8);

(3) Considerando que la licitación prevista para la
exportación de existencias de intervención es parti-
cular en la medida en que será también operativa al
final de la campaña, a partir de junio de 1999; que,
en ese caso, las entregas correspondientes a las
ofertas presentadas entre el 3 y el 30 de junio de
1999 sólo serán posibles a partir del 1 de julio de
1999; que es preciso, por lo tanto, establecer una
excepción a lo dispuesto en el párrafo primero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93,
fijando un plazo máximo de un mes entre la acep-
tación de la oferta y el pago;

(4) Considerando que las medidas previstas en el
presente Reglamento se ajustan al dictamen del
Comité de gestión de los cereales,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Después del apartado 1 del artículo 2 de los Reglamentos
(CE) nos 1123/98 y 1641/98, se añadirá la frase siguiente:

«Sin embargo, en el caso de las ofertas realizadas a
partir del 3 de junio de 1999, el cumplimiento de los
trámites aduaneros de exportación sólo podrá reali-
zarse a partir del 1 de julio de 1999.».

Artículo 2

El apartado 2 del artículo 4 de los Reglamentos (CE) nos

1123/98 y 1641/98 se sustituirá por el texto siguiente:

«2. Entre los días 3 y 30 de junio de 1999, las
ofertas presentadas con arreglo a la presente licitación
sólo serán admisibles si van acompañadas de un
compromiso escrito de no exportar hasta el 1 de julio
de 1999. No podrán ir acompañadas de solicitudes de
certificados de exportación presentadas con arreglo al
artículo 44 del Reglamento (CEE) no 3719/88 de la
Comisión (*).

(*) DO L 331 de 2.12.1988, p. 1».

Artículo 3

El apartado 3 del artículo 5 de los Reglamentos (CE) nos

1123/98 y 1641/98 se sustituirá por el texto siguiente:

«3. La última licitación parcial expirará el 30 de
septiembre de 1999 a las 9 horas (hora de Bruselas).».

Artículo 4

Se añadirá el artículo 5 bis siguiente en los Reglamentos
(CE) nos 1123/98 y 1641/98:

«Artículo 5 bis

Se aplicarán las disposiciones siguientes a las ofertas
presentadas entre el 3 y el 30 de junio de 1999:

(1) DO L 181 de 1.7.1992, p. 21.
(2) DO L 126 de 24.5.1996, p. 37.
(3) DO L 191 de 31.7.1993, p. 76.
(4) DO L 5 de 9.1.1999, p. 64.
(5) DO L 157 de 30.5.1998, p. 74.
(6) DO L 263 de 26.9.1998, p. 15.
(7) DO L 210 de 28.7.1998, p. 43.
(8) DO L 59 de 6.3.1999, p. 13.
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 no obstante lo dispuesto en el párrafo primero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93, el
pago de los cereales deberá efectuarse a más tardar
el 31 de julio de 1999,

 no obstante lo dispuesto en el párrafo tercero del
artículo 16 del Reglamento (CEE) no 2131/93, el
precio que deberá pagarse por la exportación será
el mencionado en la oferta.».

Artículo 5

Se añadirá el artículo 5 ter siguiente en los Reglamentos
(CE) nos 1123/98 y 1641/98:

«Artículo 5 ter

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del
artículo 17 del Reglamento (CEE) no 2131/93, la
garantía contemplada en el segundo guión del apar-
tado 2 del artículo 17 de dicho Reglamento, corres-
pondiente a los certificados solicitados entre el 3 y el
30 de junio de 1999, no se liberará hasta que no se
aporte la prueba de que los trámites aduaneros de
exportación se han efectuado a partir del 1 de julio de
1999.».

Artículo 6

El presente Reglamento entrará en vigor el 19 de mayo de
1999.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión
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REGLAMENTO (CE) No 1023/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

relativo a la apertura de una licitación permanente para la reventa en el mercado
interior de 283 000 toneladas de maíz que se encuentran en poder del organismo

de intervención francés

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CEE) no 1766/92 del Consejo, de 30
de junio de 1992, por el que se establece la organización
común de mercados en el sector de los cereales (1), cuya
última modificacion la constituye el Reglamento (CE) no

923/96 de la Comisión (2), y, en particular, su artículo 5,

(1) Considerando que el Reglamento (CEE) no 2131/93
de la Comisión (3), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 39/1999 (4), esta-
blece los procedimientos y condiciones de la puesta
en venta de cereales en poder de los organismos de
intervención;

(2) Considerando que, en la actual situación del
mercado, resulta oportuno abrir una licitación
permanente para la reventa en el mercado interior
de 283 000 toneladas de maíz en poder del orga-
nismo de intervención francés;

(3) Considerando que las medidas previstas en el
presente Reglamento se ajustan al dictamen del
Comité de gestión de los cereales,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

El organismo de intervención francés procederá, en las
condiciones establecidas en el Reglamento (CEE) no

2131/93, a una licitación permanente para la reventa en el

mercado interior de 283 000 toneladas de maíz que se
encuentran en su poder.

Artículo 2

1. La fecha límite de presentación de ofertas para la
primera licitación parcial se fija en el 26 de mayo de
1999.

2. El plazo de presentación para la última licitación
parcial expirará el 30 de junio de 1999.

3. Las ofertas deberán presentarse en el organismo de
intervención francés:

Office national interprofessionnel des céréales,
21, avenue Bosquet,
F-75341 Paris Cedex 07
[Télex: OFICE 20 04 90F/OFIDM 203662F; téléfax:
(33) 144 18 20 80].

Artículo 3

El organismo de intervención francés comunicará a la
Comisión, a más tardar, el martes de la semana siguiente a
la expiración del plazo para la presentación de las ofertas,
la cantidad y los precios medios de los diferentes lotes
vendidos.

Artículo 4

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su
publicación en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 181 de 1.7.1992, p. 21.
(2) DO L 126 de 24.5.1996, p. 37.
(3) DO L 191 de 31.7.1993, p. 76.
(4) DO L 5 de 9.1.1999, p. 64.
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REGLAMENTO (CE) No 1024/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

por el que se modifica el Reglamento (CE) no 1595/98 que modifica el Regla-
mento (CE) no 2603/97 por el que se establecen las disposiciones de aplicación
para la importación de arroz originario de los Estados ACP y de los países y
territorios de Ultramar (PTU) y por el que se establecen determinadas disposi-
ciones especiales para el reembolso parcial de los derechos de importación

percibidos por el arroz originario de los Estados ACP

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 1706/98 del Consejo, de 20
de julio de 1998, por el que se establece el régimen
aplicable a los productos agrícolas y a las mercancías
resultantes de su transformación originarios de los Estados
de África, del Caribe y del Pacífico (ACP) y se deroga el
Reglamento (CEE) no 715/90 (1) y, en particular, el apar-
tado 1 de su artículo 30,

(1) Considerando que el párrafo segundo de la letra c)
del apartado 3 del artículo 2 del Reglamento (CE)
no 1595/98 de la Comisión (2) dispone que se
presente el original de un certificado de circulación
de mercancías EUR 1 como prueba de que las
autoridades aduaneras del Estado ACP exportador
han percibido el pago de la tasa de exportación
complementaria;

(2) Considerando que esta condición ha causado
algunas dificultades administrativas; que es, pues,
necesario que la prueba del pago de la tasa de
exportación complementaria se presente mediante
una copia compulsada del certificado de circulación
de mercancías EUR 1 en cuya casilla 7 figuren las
indicaciones necesarias;

(3) Considerando que las medidas previstas en el
presente Reglamento se ajustan al dictamen del
Comité de gestión de los cereales,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

El párrafo segundo de la letra c) del apartado 3 del ar-
tículo 2 del Reglamento (CE) no 1595/98 se sustituirá por
el siguiente:

«Esta prueba se considerará aportada cuando se
presente una copia del certificado de circulación de
mercancías EUR 1 compulsada por las autoridades
aduaneras del Estado miembro en el que las mercan-
cías se hayan despachado a libre práctica, debida-
mente cumplimentada por las autoridades aduaneras
del país ACP exportador con una de las indicaciones
siguientes en la casilla no 7:

Importe en moneda nacional:
 Tasa complementaria percibida a la exportación

del arroz
 Særafgift, der opkræves ved eksport af ris
 Bei der Ausfuhr von Reis erhobene ergänzende

Abgabe
 Συµπληρωµατικ�r φ�ροr εισπραχθε�r κατ� την

εξαγωγ� του ρυζιο�
 Complementary charge collected on export of rice
 Taxe complémentaire perçue à l’exportation du riz
 Tassa complementare riscossa all’esportazione del

riso
 Bij uitvoer van de rijst opgelegde aanvullende

heffing
 Imposição complementar cobrada na exportação

do arroz
 Riisin viennin yhteydessä perittävä täydentävä

maksu
 Särskild avgift för risexport.

(Firma y sello oficial).».

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el tercer día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 215 de 1.8.1998, p. 12.
(2) DO L 208 de 24.7.1998, p. 21.
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REGLAMENTO (CE) No 1025/1999 DE LA COMISIÓN

de 18 de mayo de 1999

por el que se modifican los derechos de importación en el sector de los cereales

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CEE) no 1766/92 del Consejo, de 30
de junio de 1992, por el que se establece la organización
común de mercados en el sector de los cereales (1), cuya
última modificación la constituye el Reglamento (CE) no

923/96 de la Comisión (2),

Visto el Reglamento (CE) no 1249/96 de la Comisión, de
28 de junio de 1996, por el que se establecen las disposi-
ciones de aplicación del Reglamento (CEE) no 1766/92
del Consejo en lo referente a los derechos de importación
en el sector de los cereales (3), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 2519/98 (4), y, en parti-
cular, el apartado 1 de su artículo 2,

Considerando que en el Reglamento (CE) no 1015/1999
de la Comisión (5) se establecen los derechos de importa-
ción del sector de los cereales;

Considerando que el apartado 1, del artículo 2, del Regla-
mento (CE) no 1249/96 establece que si, durante su
período de aplicación, la media de los derechos de impor-
tación calculada se desvía en 5 EUR/tonelada del derecho
fijado, se procederá al ajuste correspondiente; que dicho
desvío se ha producido; que, por lo tanto, es preciso
proceder al ajuste de los derechos de importación fijados
en el Reglamento (CE) no 1015/1999,

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Los Anexos I y II del Reglamento (CE) no 1015/1999 se
sustituirán por los Anexos I y II del presente Reglamento.

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el 19 de mayo de
1999.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 18 de mayo de 1999.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 181 de 1.7.1992, p. 21.
(2) DO L 126 de 24.5.1996, p. 37.
(3) DO L 161 de 29.6.1996, p. 125.
(4) DO L 315 de 25.11.1998, p. 7.
(5) DO L 123 de 13.5.1999, p. 46.
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ANEXO I

Derechos de importación de los productos contemplados en el apartado 2 del artículo 10 del
Reglamento (CEE) no 1766/92

Código NC Asignación de la mercancía

Derecho de importación
por vía terrestre, fluvial

o marítima, para productos
procedentes de puertos

mediterráneos, del mar Negro
o del mar Báltico (en EUR/t)

Derecho de importación
por vía aérea o

por vía marítima para productos
procedentes de otros puertos (2)

(en EUR/t)

1001 10 00 Trigo duro de calidad alta 46,44 36,44

de calidad media (1) 56,44 46,44

1001 90 91 Trigo blando para siembra 55,15 45,15

1001 90 99 Trigo blando de calidad alta que no sea para
siembra (3) 55,15 45,15

de calidad media 89,44 79,44

de calidad baja 101,12 91,12

1002 00 00 Centeno 104,21 94,21

1003 00 10 Cebada para siembra 104,21 94,21

1003 00 90 Cebada que no sea para siembra (3) 104,21 94,21

1005 10 90 Maíz para siembra que no sea híbrido 104,25 94,25

1005 90 00 Maíz que no sea para siembra (3) 104,25 94,25

1007 00 90 Sorgo para grano que no sea híbrido para siembra 104,21 94,21

(1) El derecho aplicable al trigo duro que no presente la calidad mínima para el trigo duro de calidad media indicada en el anexo I del Reglamento (CE) no

1249/96 será el correspondiente al trigo blando de baja calidad.
(2) Los importadores de las mercancías que lleguen a la Comunidad por el Océano Atlántico o vía el Canal de Suez [apartado 4 del artículo 2 del Reglamento

(CE) no 1249/96] podrán acogerse a las siguientes reducciones de los derechos:
 3 EUR/t si el puerto de descarga se encuentra en el Mediterráneo;
 2 EUR/t si el puerto de descarga se encuentra en Irlanda, el Reino Unido, Dinamarca, Suecia, Finlandia o la costa atlántica de la Península Ibérica.

(3) Los importadores que reúnan las condiciones establecidas en el apartado 5 del artículo 2 del Reglamento (CE) no 1249/96 podrán acogerse a una reducción a
tanto alzado de 14 u 8 EUR/t.
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ANEXO II

Datos para el cálculo de los derechos

(período del 14. 5. 1999 al 17. 5. 1999)

1. Valores medios correspondientes al período de dos semanas anterior a la fijación:

Cotizaciones en bolsa Minneapolis Kansas-City Chicago Chicago Minneapolis Minneapolis Minneapolis

Producto (% de proteínas con 12 % de
humedad)

HRS2. 14 % HRW2. 11,5 % SRW2 YC3 HAD2 calidad
media (*)

US barley 2

Cotización (EUR/t) 112,58 95,78 88,88 80,52 134,40 (**) 124,40 (**) 76,63 (**)

Prima Golfo (EUR/t)  8,21 3,42 8,66   

Prima Grandes Lagos (EUR/t) 12,81      

(*) Prima negativa de un importe de 10 EUR/t [apartado 1 del artículo 4 del Reglamento (CE) no 1249/96].
(**) Fob Duluth.

2. Fletes/gastos: Golfo de México-Rotterdam: 12,16 EUR/t; Grandes Lagos-Rotterdam: 25,05 EUR/t.

3. Subvenciones previstas en el tercer párrafo del apartado 2 del artículo 4 del Reglamento (CE) no 1249/96: 0,00 EUR/t (HRW2)
0,00 EUR/t (SRW2).
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II

(Actos cuya publicación no es una condición para su aplicabilidad)

COMISIÓN

DECISIÓN DE LA COMISIÓN

de 12 de abril de 1999

en relación con un procedimiento con arreglo a los artículos 85 y 86 del Tratado
CE y a los artículos 53 y 54 del Acuerdo EEE

(Asuntos IV/D-1/30.373  P&I Clubs/IGA y IV/D-37.140  P&I Clubs/Pooling
Agreement)

[notificada con el número C(1999) 221]

(El texto en lengua inglesa es el único auténtico)

(Texto pertinente a los fines del EEE)

(1999/329/CE)

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo,

Visto el Reglamento no 17 del Consejo, de 6 de febrero de
1962, Primer Reglamento de aplicación de los artículos 85
y 86 del Tratado (1), cuya última modificación la consti-
tuye el Acta de adhesión de Austria, de Finlandia y de
Suecia, y, en particular, sus artículos 2, 6 y 8,

Vistas las notificaciones formales de solicitud de declara-
ción negativa o exención, presentadas conforme al
artículo 4 del Reglamento no 17 por el International
Group Agreement (Acuerdo internacional de grupo) los
días 18 de junio de 1981 y 27 de julio de 1984, la solicitud
de 20 de febrero de 1995 de prórroga de la exención
concedida el 16 de diciembre de 1985 y las notificaciones
formales de exención de 7 de julio de 1998 con respecto
al International Group Pooling Agreement (Acuerdo
internacional de consorcio de grupo), y de 21 de octubre
de 1998 con respecto al International Group Agreement,

Vista la publicación, efectuada con arreglo al apartado 3
del artículo 19 del Reglamento no 17, de una notificación,
relativa al International Group Pooling Agreement, apare-
cida el 14 de agosto de 1998 (2), y otra similar publicada el
21 de octubre, relativa al International Group Agree-
ment (3),

Tras consultar con el Comité consultivo sobre prácticas
restrictivas y posiciones dominantes,

Considerando lo siguiente:

A. HECHOS

1. INTRODUCCIÓN

(1) El presente asunto trata de la compatibilidad con
las normas de competencia del Tratado CE y del
Acuerdo sobre el EEE de dos acuerdos celebrados
dentro del International Group of Protection &
Indemnity Clubs, concretamente el International
Group Pooling Agreement (en lo sucesivo «Pooling
Agreement») y el International Group Agreement
(en lo sucesivo «IGA»).

(2) El IGA fue notificado originalmente a la Comisión
en 1981. La Comisión le concedió una exención
formal por diez años. Ésta expiró en febrero de
1995 y el IG solicitó una prórroga de la exención.

(3) En junio de 1997 la Comisión dirigió un pliego de
cargos al IG porque consideró que tanto el Pooling
Agreement como el IGA infringían las normas de
competencia del Tratado CE. Con anterioridad al
pliego de cargos, el Greek Shipping Cooperation
Commitee (Comité de cooperación naviera griega,
en lo sucesivo «GSCC»), una organización naviera

(1) DO 13 de 21.2.1962, p. 204/62.
(2) DO C 256 de 14.8.1998, p. 2.
(3) DO C 322 de 21.10.1998, p. 31.
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Club P&I

Tonelaje
asegurado

(en millones
de toneladas
de registro

bruto)

Cuota
de mercado

(%)

establecida en Londres que se encarga de la trami-
tación de asuntos que afectan a buques pertene-
cientes a empresas griegas, había presentado una
denuncia contra el Pooling Agreement.

(4) A raíz de la adopción del pliego de cargos, el IG
decidió modificar los acuerdos para adaptarlos a las
normas de competencia comunitarias y del Espacio
Económico Europeo (EEE). En julio de 1998
presentó la versión modificada del Pooling Agree-
ment y en octubre del mismo año, del IGA.

2. PARTES CONTRATANTES
American 5,3 0,98

(5) Los Protection & Indemnity Clubs (Clubes de
protección e indemnización, en lo sucesivo «P&I
Clubs») son asociaciones mutuas sin ánimo de lucro
que ofrecen seguro de protección e indemnización
(en lo sucesivo «seguro de P&I») a sus socios, a
saber, los armadores de los P&I Clubs. Cada P&I
Club es regido por una junta que representa a los
socios, pero la verdadera administración está a
cargo de directores profesionales nombrados por la
junta.

Britannia 58,6 10,78

Gard 52,9 9,73

Japan Club 41,7 7,67

Liverpool & London 6,5 1,2

London 25,9 4,77

North of England 21,8 4,01

(6) El International Group of P&I Clubs (en lo suce-
sivo «IG» es una asociación mundial de P&I Clubs.
Actualmente forman parte del IG diecinueve P&I
Clubs (siete del Reino Unido, cuatro de Bermuda,
tres de Luxemburgo, dos de Noruega, uno de
Estados Unidos, uno de Japón y uno de Suecia).

Skuld 42,5 7,82

SMP 6,9 1,27

Standard 29,5 5,43

Steamship Mutual 52,8 9,72

3. MERCADO DE SEGUROS DE P&I
Swedish Club 11 2,02

UK Mutual 88,8 16,34

(7) El mercado del seguro marítimo directo puede divi-
dirse en dos amplios sectores: uno de ellos abarca
los riesgos de daños a buques (el casco, la maqui-
naria, etc.), y lo ofrecen por regla general las
compañías de seguros comerciales. El otro, llamado
«seguro de protección e indemnización» (P&I),
cubre daños contractuales y la responsabilidad
frente a terceros y ha sido tradicionalmente ofre-
cido por mutualidades de armadores, los P&I Clubs.

West of England 39,5 7,27

Total IG 483,7 89

(11) El tonelaje remanente es asegurado por pequeñas
mutualidades de P&I independientes o compañías
de seguros comerciales marítimas, o bien no está
asegurado en absoluto contra riesgos de P&I. Las
mutualidades de P&I independientes normalmente
se especializan en tipos específicos de buques, tales
como los de transporte de carga seca, costeros o
pesqueros, y ofrecen bajos niveles de cobertura de
P&I. Los aseguradores más importantes de este tipo
son las mutualidades Ocean Marine.

(8) «Protección e indemnización» es un concepto
general en el que se incluye el aseguramiento de
diferentes tipos de riesgos: lesiones o muerte de
miembros de la tripulación, pasajeros y otras
personas; daños por colisión con buques; otros
daños causados a la propiedad de terceros (por
ejemplo, equipo portuario); contaminación; carga y
otros (por ejemplo, gastos de recuperación de restos
de naufragio). La mayoría de las compañías de
seguros de P&I ofrecen todos estos tipos de cober-
tura dentro de un contrato individual.

(12) Algunos P&I Clubs que son miembros del IG
ofrecen, de forma independiente, seguros para
algunos tipos específicos de buques. Por ejemplo,
Shipowners Mutual Protection retiró todas las
pólizas correspondientes a buques de pesca de los
acuerdos IG en 1996 y ahora los asegura por un
valor hasta 500 millones de dólares estadouni-
denses.

(9) Alrededor de un 89 % del tonelaje mundial, y casi
el 100 % del tonelaje europeo (EU-AELC), es
asegurado por los P&I Clubs, los cuales son miem-
bros del IG. Actualmente, estos clubes ofrecen una
cobertura que representa unos 3 900 millones de
euros (4 250 millones de dólares estadounidenses).

(10) Las cuotas de mercado de los P&I Clubs del IG en
el mundo entero oscilan desde un 16,3 %, en el
caso de UK Mutual, a menos del 1 %, en el de
American Club. En el cuadro que se presenta a
continuación pueden verse las cifras correspon-
dientes a cada uno de los P&I Clubs en el ejercicio
1998/99 (1).

(1) El cuadro ofrece datos agregados en los casos de Standard
(Londres, Europa y Bermuda), Steamship Mutual (Londres,
Europa y Bermuda) y Skuld (Noruega y Bermuda).
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(13) Algunas compañías de seguros comerciales, tales
como Lloyd’s Syndicates, Southern Seas (Chubb
Insurance), Terra Nova o HIH ofrecen también
seguro directo de P&I. Sus cuotas de mercado no
son, por el momento, significativas.

4. ACUERDOS

4.1. El Pooling Agreement

(14) El Pooling Agreement es esencialmente un
contrato de repartición de la siniestralidad concer-
tado entre asociaciones mutuas. Su propósito es
efectuar una repartición proporcional entre todos
los P&I Clubs de aquellos siniestros cuyo valor es
superior a cierta cantidad. El contrato fue firmado
por primera vez en 1899 entre seis P&I Clubs cons-
tituidos en el Reino Unido. Desde entonces ha sido
modificado varias veces y nuevos clubes se han
adherido al mismo.

(15) Sólo dieciocho P&I Clubs participan en el Pooling
Agreement. El otro miembro del IG, SMP, de
Luxemburgo, participa indirectamente por estar
reasegurado en uno de los clubes.

4.1.1. Contrato de repartición de la siniestra-
lidad

(16) El contrato de repartición de la siniestralidad prevé
diferentes grados de cobertura de seguro, a saber:

a) los primeros 4,57 millones de euros (5 millones
de dólares estadounidenses) de cualquier
siniestro son pagados por el club cuyo socio ha
incurrido en la responsabilidad. Esto se deno-
mina la «retención» del club. La mayoría de los
siniestros con que se enfrentan los clubes se
incluyen en este grado (un 99 % en número y
un 82 % en valor, para el período 1985-1995);

b) el exceso de cualquier siniestro superior a 4,57
millones de euros (5 millones de dólares esta-
dounidenses) hasta un máximo de 27,42
millones de euros (30 millones de dólares esta-
dounidenses) es repartido entre los clubes
sujetos al Pooling Agreement. Entre 1985 y
1995 se han registrado en este grado alrededor
de veinte siniestros por año;

c) el exceso de cualquier siniestro superior a 27,42
millones de euros (30 millones de dólares esta-
dounidenses) y hasta 1 800 millones de euros
(2 000 millones de dólares estadounidenses) es
asumido por el Group General Excess Loss
Reinsurance Contract (Contrato colectivo de
reaseguro de exceso de pérdida), acordado colec-
tivamente por los clubes con compañías de
seguros comerciales. Solamente uno o dos
siniestros por año alcanzan este grado;

d) el exceso de cualquier siniestro superior a la
cantidad del reaseguro de exceso y hasta aproxi-
madamente 3 900 millones de euros (4 250
millones de dólares estadounidenses) es de
nuevo repartido entre los clubes sujetos al
Pooling Agreement. Este se denomina el grado

«excedente» (overspill). Hasta la fecha ningún
siniestro se ha clasificado en este grado.

(17) La descripción «hasta aproximadamente» 3 900
millones de euros (4 250 millones de dólares esta-
dounidenses), refiriéndose al límite fijado para el
excedente, requiere aclaración. En realidad, este
límite no representa una cantidad fija. En caso de
producirse un siniestro de grado excedente, cada
socio tendrá que contribuir hasta un 2,5 % de la
responsabilidad máxima que tendría que asumir de
acuerdo con la letra b) del apartado 1 del artículo 6
del International Convention on Limitation of
Liability for Maritime Claims (Convenio interna-
cional sobre limitación de responsabilidad en
siniestros marítimos) de 1976 (cláusula 14.2 del
Pooling Agreement). Este artículo determina una
serie de cantidades máximas que tendrá que asumir
un armador de resultas de cualquier catástrofe indi-
vidual, según el tonelaje del buque en cuestión (1).
La cifra de 3 900 millones de euros (4 250 millones
de dólares estadounidenses) se calcula añadiendo el
2,5 % de las cifras de responsabilidad máxima
correspondientes a cada uno de los buques asegu-
rados por los P&I Clubs que participan en el
Pooling Agreement.

(18) En cuanto al grado denominado «de retención»,
como ya se ha dicho, la totalidad del siniestro corre
a cargo del club cuyo socio ha incurrido en la
responsabilidad. En cada uno de los otros grados,
los siniestros se reparten entre los clubes de
acuerdo con reglas diferentes:

a) los siniestros por un valor situado entre 4,57
millones de euros (5 millones de dólares esta-
dounidenses) y hasta 27,42 millones de euros (30
millones de dólares estadounidenses) son repar-
tidos de acuerdo con el porcentaje de siniestros,
tonelaje y demandas de pago (anticipos y suple-
mentos) de cada club. Cada uno de estos tres
factores supone un tercio del porcentaje final
(por ello este método se denomina «fórmula 1/
3»). No obstante, existen dos variantes para esta
fórmula. En primer lugar, hay un ajuste del
índice de siniestralidad que tiene en cuenta si
previamente el club pertinente había recibido
una cantidad mayor o menor de contribuciones
que la efectivamente aportada a otros socios. En
segundo lugar, entre 18,3 millones de euros (20
millones de dólares estadounidenses) y hasta
27,42 millones de euros (30 millones de dólares
estadounidenses), el club responsable del
siniestro es sancionado con un 20 % del total
(cláusula 10.1 y anexo VI del Pooling Agree-
ment).

(1) La letra b) del apartado 1 del artículo 6 contiene un cuadro
que fluctúa desde 50 000 dólares estadounidenses para un
buque de 500 toneladas brutas hasta 5,5 millones para uno de
170 000.
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b) El costo del contrato colectivo de reaseguro de
exceso de pérdida se reparte entre los clubes de
acuerdo con el tonelaje asegurado por cada uno
de ellos. No obstante, la cuota a pagar por tone-
lada dependerá del tipo de buque. A los buques
que ya han sufrido siniestros de este nivel se les
aplican cuotas por tonelada más altas. En
realidad, los buques cisterna han generado alre-
dedor de un 80 % de los siniestros que han
alcanzado este nivel y, por consiguiente, sus
cuotas por tonelada son mucho más altas.

c) Un siniestro de grado excedente sería distri-
buido entre todos los clubes según la proporción
en que contribuye el límite de cada uno de ellos
al límite agregado total de todos ellos, lo cual se
calcula de acuerdo con el método descrito ante-
riormente (véase el considerando 17).

(19) De todos modos debe tenerse en cuenta que, en
caso de producirse un siniestro de grado excedente,
cada club tiene derecho a deducir de su contribu-
ción las cantidades que no sean «económicamente
recuperables» de sus socios (cláusula 14.3 del
Pooling Agreement). Un grupo de expertos se
encarga de determinar las sumas que no son
«económicamente recuperables» en caso de diver-
gencia entre clubes (cláusula 15 del Pooling Agree-
ment). Esta cláusula limita el riesgo de los clubes, al
tiempo que previene que éstos desembolsen canti-
dades que nunca serían capaces de percibir en su
totalidad.

4.1.2. Nivel de cobertura común mínimo

(20) Como se indicaba anteriormente (véase el conside-
rando 16), todos los socios de los P&I Clubs están
obligados a participar en la repartición de la sinies-
tralidad hasta aproximadamente 3 900 millones de
euros (4 250 millones de dólares estadounidenses).

(21) Antes del 20 de febrero de 1998, esta cifra había
sido fijada en unos 16 500 millones de euros
(18 000 millones de dólares estadounidenses, el
20 % de la responsabilidad máxima de acuerdo con
la International Convention on Limitation of Liabi-
lity for Maritime Claims de 1976). En el pliego de
cargos, la Comisión consideró que este elevado
nivel de cobertura mínimo contravenía el artículo
85 porque no permitía que los clubes compitieran
mediante la oferta de niveles de cobertura inferiores
a unos 16 500 millones de euros (18 000 millones
de dólares estadounidenses), para los cuales existía
una demanda considerable. La Comisión también
consideró que este acuerdo, que imponía un alto
nivel común de cobertura, constituía un abuso de la
posición colectiva dominante de acuerdo con el
artículo 86, ostentada por los P&I Clubs, merced al
cual limitaban el alcance de la cobertura de seguro

disponible en el mercado en perjuicio de los
clientes.

(22) Como respuesta al pliego de cargos, los clubes del
IG acordaron reducir el nivel común mínimo de
cobertura de unos 16 500 millones de euros (18 000
millones de dólares estadounidenses) a 3 900
millones de euros (4 250 millones de dólares esta-
dounidenses).

(23) El IG notificó también una enmienda del Pooling
Agreement donde se aclara que los P&I Clubs son
libres, fuera del Pooling Agreement, de ofrecer
niveles de cobertura más altos que el nivel común
mínimo y, por consiguiente, de competir entre
ellos en tal prestación (enmienda a la cláusula 5 del
anexo III del Pooling Agreement). También
pueden ofrecer, con toda libertad, fuera del Pooling
Agreement, niveles más bajos de manera individual.

4.1.3. Aprobación de las normas del club

(24) El Pooling Agreement también incluye ciertas cláu-
sulas que no tienen que ver con el método de
repartición de la siniestralidad entre los P&I Clubs,
pero que no obstante están directamente relacio-
nadas con el mismo. Las normas que rigen las
pólizas de seguro (rules) y los métodos de contabi-
lidad de cada club están sujetos a la aprobación de
los otros socios del Pooling Agreement (cláusula
16). En la actualidad, tres cuartas partes de los P&I
Clubs pueden privar de los beneficios del consorcio
a cualquier P&I Club cuyas normas y métodos de
contabilidad no estén aprobados por ellos.

4.1.4. Disposiciones de reaseguro

(25) El Pooling Agreement también dispone las pautas
que debe seguir cualquier club que desee reasegurar
a una tercera compañía de seguros, ya se trate de
una mutua de seguros o de una compañía de
seguros comercial.

(26) En un principio establecía unas condiciones obje-
tivas que los aseguradores mutuos debían cumplir
para ser reasegurados por un P&I Club. Para los
aseguradores comerciales no había condiciones.
Esto daba al IG la posibilidad de discriminar entre
estos últimos y reasegurar únicamente a algunos de
ellos. Por otro lado, el Pooling Agreement no tenía
ninguna norma de procedimiento que garantizara
que los P&I Clubs respetaran las condiciones obje-
tivas impuestas a los aseguradores mutuos. En el
pliego de cargos la Comisión había considerado
que el Pooling Agreement no establecía unos crite-
rios objetivos y unos procedimientos adecuados
para decidir si un club podía ofrecer reaseguro a
una tercera compañía de seguros. Esto constituía
una infracción del artículo 86 del Tratado.
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(27) El IG ha notificado la modificación de las disposi-
ciones pertinentes (enmiendas del anexo X del
Pooling Agreement). Las enmiendas propuestas
especifican que cualquier club que desee reasegurar
a una tercera compañía de seguros deberá presentar
una solicitud al IG. Las partes contratantes del
Pooling Agreement tendrán que decidir si la tercera
compañía de seguros satisface una serie de condi-
ciones. Algunas de ellas son generales mientras que
otras son aplicables específicamente a las compa-
ñías mutuas o a las comerciales. Con respecto a las
condiciones generales, la compañía de seguros debe
dar pruebas de solvencia financiera, su cobertura de
P&I debe ser similar a la proporcionada por los
clubes IG, y debe efectuar una contribución equita-
tiva destinada a cubrir la siniestralidad del
consorcio y las cuotas del contrato de exceso de
pérdida. Además, si se trata de una mutua de
seguros (no favorecida en su país por leyes que
restringen a las compañías de seguros la libertad de
elegir armadores o buques de este país), deberá
operar auténticamente sin ánimo de lucro, su expe-
riencia y principios con respecto a la tramitación
de siniestros deberán ser compatibles con los de los
P&I Clubs, y deberá atenerse a los términos del
IGA. Si se trata de una compañía de seguros comer-
cial (favorecida en su país por leyes discriminatorias
que restringen a las compañías de seguros la
libertad de elegir armadores o buques de este país),
el club que efectúe el reaseguro deberá responsabi-
lizarse, en nombre del asegurador, de la tramitación
de siniestros y de la clasificación de los armadores
sobre una base mutua.

(28) En lo que se refiere al procedimiento aplicable, un
subcomité del IG deberá hacer una recomendación
sobre la solicitud en el plazo de treinta días después
de haber sido recibida toda la información perti-
nente (este período puede prorrogarse otros treinta
días durante el transcurso de la renovación). Segui-
damente, los clubes votan sobre la base de la reco-
mendación. Si la decisión es negativa, deben
entregar a la compañía de seguros cuyo reaseguro
ha sido denegado una notificación escrita a tal
efecto en el plazo de diez días después de la vota-
ción. En dicha notificación han de indicarse las
razones de la denegación. La compañía de seguros
tendrá derecho a apelarla. La apelación será estu-
diada por tres árbitros, quienes decidirán si los
clubes han aplicado las condiciones arriba indi-
cadas de forma razonable. Las partes nombrarán
cada una un árbitro en el plazo de catorce días
después de la presentación de la solicitud de arbi-
traje y el tercero será nombrado, en el plazo de diez
días tras el nombramiento de los dos primeros, por
los otros dos; deberá tratarse de un abogado experi-
mentado en seguros y en asuntos comerciales. Los
árbitros determinarán sus propios procedimientos y
actuarán con la debida prontitud. Deberán emitir
su laudo por escrito, indicando sus razones al
respecto. Su laudo será de carácter vinculante.

4.2. El International Group Agreement (IGA)

(29) Originalmente el IGA era un acuerdo entre caba-
lleros celebrado entre los clubes para establecer
unas normas y métodos aplicables al eventual ofre-
cimiento de cobertura P&I a un armador que ya
perteneciera a otro club. A comienzos de la década
de los ochenta se convirtió en un acuerdo escrito
entre todos los miembros del IG. En él se esta-
blecen las normas que deben cumplir las partes del
Pooling Agreement. En los considerandos 30 a 40
se describen sus principales características.

4.2.1. Procedimientos de oferta de precio

(30) El IGA limita la libertad que tienen los P&I Clubs
de ofertar un precio a los armadores respecto a
buques asegurados por otros clubes con el fin de
atraerlos. Se llama «precio» a la contribución que un
buque aporta para sufragar los diferentes elementos
de coste a cargo del P&I Club que lo asegura: coste
de los siniestros que deba asumir el club en virtud
de la norma relativa al nivel de retención, coste de
los siniestros cuando se comparte con los otros
clubes con arreglo al Pooling Agreement, coste de
reaseguro y, en algunos casos, carga específica en
concepto de costes administrativos del club. La
contribución se calcula al comenzar el año de la
póliza y se paga normalmente a plazos: al empezar
un año de póliza, el armador desembolsa por cada
buque una cantidad inicial (pago anticipado); poste-
riormente deberá efectuar otras contribuciones
(pagos suplementarios, normalmente tras dos o tres
años), cuando se conozca el pasivo total de su club,
sus gastos administrativos y los ingresos por inver-
siones correspondientes a ese año.

(31) El IGA determina que, cuando se ofrezca un precio
para el aseguramiento de un buque a partir del 20
de febrero siguiente (el año de la póliza comienza
el 20 de febrero y, por consiguiente, todos los
movimientos de un club a otro se hacen efectivos
en dicha fecha), ningún club podrá ofrecer precios
más bajos que los del que en ese momento estu-
viera asegurando los buques (en lo sucesivo, «el club
tenedor»), a menos que un comité de expertos
convocado por el nuevo club considere que el
precio de aquél es excesivamente alto. El comité
está compuesto de tres expertos: uno de cada club
directamente implicado y un experto indepen-
diente nombrado por el IG.

(32) En 1985 fue introducido un nuevo procedimiento a
instancias de la Comisión: un club (el «nuevo club»)
podrá ofrecer un precio más bajo que el del club
tenedor si ha llegado a un acuerdo en firme con el
armador antes del 30 de septiembre y el nuevo club
lo notifica al club tenedor en el plazo de tres días.
Si este último considera que el precio del nuevo es
excesivamente bajo, podrá apelar a un comité de
expertos.
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(33) El pliego de cargos de 2 de junio de 1997 consideró
que estos procedimientos eran contrarios al artículo
85 del Tratado porque impedían que los P&I Clubs
compitieran en materia de precios, y que no eran
indispensables para un correcto funcionamiento del
Pooling Agreement. El nuevo procedimiento
implantado en 1985 no había fomentado la compe-
tencia de forma satisfactoria. Al parecer, en los
primeros años llevaron a cabo consultas sobre las
tarifas de los seguros de buques en varias ocasiones,
pero sólo en un caso se llegó a utilizar el procedi-
miento para cambiar de un club a otro. En los
últimos años el procedimiento ha sido totalmente
abandonado (1).

(34) El IG ha notificado ahora una modificación de los
procedimientos de oferta de precio que reduce su
importancia. A partir del 20 de febrero de 1999, los
procedimientos correspondientes al siguiente año
de póliza ya no atañerán a todos los elementos del
coste de un P&I Club como en la actualidad, sino
que se limitarán a los costes de los siniestros y de
reaseguro. Esto significa que los costes administra-
tivos del club quedarán fuera de los procedimientos
de oferta de precios.

(35) De acuerdo con los procedimientos de oferta de
precios modificados, los clubes podrán elegir entre
cobrar de forma independiente sus gastos adminis-
trativos (incluyéndolos como un elemento diferen-
ciado en el precio ofrecido a comienzos de año) o
financiarlos a partir de sus ingresos de inversión.
En cualquier caso, los procedimientos de oferta de
precios excluirán totalmente los elementos de coste
correspondientes a los costes administrativos. En el
primer caso, los procedimientos modificados
permitirán que un nuevo club, con unos costes
administrativos menores, ofrezca un precio más
bajo, lo que repercute inmediatamente en el anti-
cipo abonado por el armador. En el segundo caso,
es decir, cuando el club no incluye en su precio
una parte correspondiente a los gastos administra-
tivos, los procedimientos modificados beneficiarán
también a los armadores porque, al cambiar de
club, disfrutarán de los costes administrativos más
bajos del nuevo club en el año de póliza que
comienza. Los costes administrativos del club se
tendrán en cuenta al determinar los pagos suple-
mentarios. El IG espera que, en la mayoría de los
casos, la modificación de los procedimientos de
oferta de precios dará como resultado la segunda de
las situaciones descritas, porque la mayoría de los
clubes preferirán ofrecer en el futuro un precio que
no incluya un elemento específico correspondiente
a los costes administrativos.

(36) Los procedimientos de oferta de precios modifi-
cados irán acompañados de disposiciones desti-
nadas a aumentar la transparencia de los costes
administrativos de cada P&I Club. Los clubes calcu-
larán cada año una relación de gastos medios a lo
largo de cinco años donde se exprese el porcentaje
que suponen los gastos administrativos en los
ingresos por primas e inversiones. Esta relación se
incluirá en los balances publicados por los clubes y
será facilitada tanto por el nuevo club como por el
tenedor, cada vez que un club haga una oferta de
precio a un buque asegurado por otro club.

(37) Al calcular la relación de gastos medios, los costes
administrativos y los ingresos de inversión serán
definidos de acuerdo con lo dispuesto en las direc-
tivas contables de la Comunidad, especialmente en
la Directiva 91/674/CEE del Consejo, de 19 de
diciembre de 1991, relativa a las cuentas anuales y a
las cuentas consolidadas de las empresas de
seguros (2). El concepto de costes administrativos se
refiere a todos los gastos incurrirlos por un club
(excepto los correspondientes a los siniestros y
posible siniestralidad) y en él se incluyen comi-
siones, corretaje y otros gastos de adquisición y
depreciación. Se consideran «ingresos de inversión»
las pérdidas y ganancias en capital y en activos
monetarios, realizadas o no, acaecidas durante el
ejercicio financiero, menos los gastos correspon-
dientes.

4.2.2. Precios para los buques cisterna

(38) El IGA cuenta con unas normas especiales para los
precios correspondientes a los buques cisterna. En
primer lugar, el IG recomienda anualmente una
provisión mínima para la siniestralidad de este tipo
de buques, que deberá repartirse con arreglo al
Pooling Agreement. En segundo lugar, el IGA pres-
cribe explícitamente que las ofertas de precios para
los buques cisterna tengan en cuenta de forma justa
y adecuada todos los elementos pertinentes del
coste (cláusula 6.2) y establece un procedimiento
que permite a los clubes consultar a un comité de
expertos acerca de la aceptación de aseguramiento
de un buque cisterna por parte de otro club. En
estos casos, el comité podrá decidir si el club que
asegura el buque ha tenido en cuenta de forma
justa y adecuada todos los elementos de coste (cláu-
sula 12.4). Este reenvío a un comité de expertos
sólo ha tenido lugar una vez desde 1985.

(39) El IG ha notificado una modificación que garantiza
la coherencia de esta norma con las modificaciones
de los procedimientos de oferta de precios anterior-
mente señaladas. Desde comienzos del ejercicio

(1) Procedimiento denominado «del 30 de septiembre»: en 1986
se efectuaron 8 consultas y ningún cambio; en 1987, tres
consultas y un cambio; en 1988, ninguna consulta; para 1989,
no se dispone de datos; en 1990, 13 consultas y ningún
cambio; en 1991, 34 consultas y ningún cambio; en 1992, 86
consultas y ningún cambio; en 1993, una consulta y ningún
cambio; en 1994, ninguna consulta. (2) DO L 374 de 31.12.1991, p. 7.
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financiero próximo, el IGA ordenará que las ofertas
de precio para los buques cisterna tengan en cuenta
de forma justa y adecuada todos los elementos
pertinentes del coste con excepción de los costes
administrativos.

4.2.3. Pagos de liberación

(40) Cuando un armador abandona su club está obli-
gado a cubrir una parte de las responsabilidades en
que hubiera incurrido en los años en que hubiera
sido miembro incluso si, en el momento de aban-
donarlo, dichas responsabilidades están sin deter-
minar. Desde 1985 el IGA permite al naviero elegir
entre dos posibilidades: aportar una garantía
bancaria o efectuar un pago de liberación fijado por
el club. Si considera que el pago es excesivamente
alto, puede recurrir a un comité de expertos,
compuesto como se ha descrito anteriormente
(véase el considerando 31).

5. PROCEDIMIENTO

(41) El IG notificó a la Comisión algunos de sus
acuerdos en junio de 1981. La notificación sólo
incluía al IGA y a otros acuerdos complementarios
al Pooling Agreement, tales como los de reaseguro
(hoy en día incluidos en el anexo X del Pooling
Agreement, véase el considerando 25). El Pooling
Agreement en sí no fue notificado.

(42) Tras un examen preliminar, la Comisión consideró
que los acuerdos notificados contenían una serie de
cláusulas a las que no se podía conceder exención
con arreglo al apartado 3 del artículo 85. En febrero
de 1983 inició un procedimiento y envió a los
solicitantes un pliego de cargos; posteriormente
tomó una decisión con arreglo al apartado 6 del
artículo 15 del Reglamento no 17 por la que se les
retiraba el beneficio de la exención de multas. En
diciembre de 1983, la Union of Greek Shipowners
Unión de navieros griegos en lo sucesivo «UGS» y
el GSCC entraron en el procedimiento al presentar
una denuncia formal contra el IGA.

(43) En julio de 1984 la Comisión redactó un pliego de
cargos sobre el fondo del asunto. En él consideró
que algunas de las disposiciones del IGA contrave-
nían el apartado 1 del artículo 85 y no cumplían las
condiciones de exención impuestas por el apartado
3 del artículo 85. Tras algunas importantes modifi-
caciones (por ejemplo, la introducción del procedi-
miento del «30 de septiembre»), fue adoptado un
nuevo IGA, que entró en vigor en febrero de 1985.
Este nuevo acuerdo fue notificado, y la Decisión
85/615/CEE de la Comisión (1) (en lo sucesivo, «la
Decisión P&I Clubs») le reconoció una exención
por diez años.

(44) El IG solicitó una prórroga de la exención en
febrero de 1995. Para la instrucción del asunto se
publicó una comunicación «tipo Carlsberg» en julio
de 1995; en ella se invitaba a los terceros intere-
sados a presentar sus observaciones (2). El GSCC
expresó algunas preocupaciones que albergaba al
respecto; en diciembre de 1995 las transformó en
una denuncia formal. Posteriormente se recibieron
comentarios de Ocean Marine, una mutualidad de
P&I independiente, y también de la UGS.

(45) El 2 de junio de 1997 la Comisión envió un pliego
de cargos al IG, ya que consideraba que tanto el
Pooling Agreement como el IGA eran contrarios a
las normas comunitarias de competencia. Con
fecha 14 de septiembre de 1997 el IG envió su
respuesta y el 27 de abril de 1998 se celebró una
audiencia oral. En ella intervinieron, además del
IG, el GSCC, la UGS y Ocean Marine.

(46) El 7 de julio de 1997 el IG notificó una nueva
versión del Pooling Agreement, modificado tras las
negociaciones llevadas a cabo con la Comisión. El
14 de agosto de 1998 la Comisión publicó una
comunicación con arreglo al apartado 3 del artículo
19 del Reglamento no 17 en la que indicó que
pretendía adoptar una posición favorable respecto
al Pooling Agreement notificado.

(47) El 24 de septiembre el IG informó oficialmente a
la Comisión de que iba a notificar una serie de
modificaciones al IGA. A raíz de ello, el 21 de
octubre de 1998 la Comisión publicó una comuni-
cación con arreglo al apartado 3 del artículo 19 del
Reglamento no 17 en relación con el IGA modifi-
cado. Ese mismo 21 de octubre el IG notificó las
enmiendas al IGA.

(48) Hay que señalar que el Parlamento Europeo ha
mostrado gran interés en este asunto. El 22 de
enero de 1996 el Sr. Bryan Cassidy, diputado del
Parlamento Europeo, presentó tres preguntas
escritas (3), y el Sr. Karl Von Wogau, diputado del
Parlamento Europeo, formuló una preguntá oral
(0-0053/96) en la sesión celebrada el 15 de marzo
de 1996 (4). Finalmente, fue adoptada una Resolu-
ción el 27 de marzo de 1996 (5). En ella se asegura
que, de suceder una catástrofe por un valor de
20 000 millones de dólares estadounidenses, «los
propios P&I Clubs estarían en peligro», y se urgía a
la Comisión a que «estudiara soluciones a este
problema», soluciones que «deben ser fieles al prin-
cipio de quien contamina paga», y ha de «consi-
derar la cuestión de la exención conforme al apar-
tado 3 del artículo 85 a la luz de las conclusiones
del presente estudio». Finalmente, el Sr. Cassidy
presentó otra pregunta en enero de 1998 (E-0213/
98) (6), y en la sesión de 11 de mayo de 1998 el Sr.
Wijsenbeek formuló una pregunta oral (no 077) (H-
0410/88).

(2) DO C 181 de 15.7.1995, p. 16.
(3) DO C 122 de 25.4.1990, p. 32.
(4) Anexo DO 4-478 de 15.3.1996, p. 299.
(5) DO C 117 de 22.4.1996, p. 20.

(1) DO L 376 de 31.12.1985, p. 2. (6) DO C 304 de 2.10.1998, p. 54.
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B. EVALUACIÓN

1. ARTÍCULO 85

(49) Con arreglo al apartado 1 del artículo 85 del
Tratado CE, quedan prohibidos todos los acuerdos
entre empresas que puedan afectar al comercio
entre los Estados miembros y que tengan por
objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego
de la competencia. Sin embargo, puede concederse
una exención a estos acuerdos si cumplen una serie
de condiciones precisadas en el apartado 3 del
mismo artículo.

1.1. Acuerdo entre empresas

(50) El Pooling Agreement y el IGA son acuerdos cele-
brados entre los P&I Clubs. Éstos pueden conside-
rarse empresas sin ánimo de lucro que llevan a
cabo una actividad económica. Compiten entre sí y
con otras empresas comerciales que actúan en
algunos segmentos de los seguros de P&I.

(51) El Tribunal de Justicia ha afirmado en su
sentencia Fedetab de 29 de octubre de 1980 (1),
que las entidades sin ánimo de lucro pueden consi-
derarse empresas conforme a lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 85 (véanse los asuntos
acumulados 209/75 a 215/75 y 218/75: Van
Landenwycle contra Comisión, apartado 88).

1.2 Determinación del mercado

(52) Toda restricción de la competencia, conforme a lo
dispuesto en el apartado 1 del artículo 85 del
Tratado, debe analizarse previa determinación de
un mercado de referencia. Los mercados de refe-
rencia a efectos de la valoración del presente
asunto, tanto desde el punto de vista del mercado
de productos como desde el punto de vista geográ-
fico, se definen a continuación.

1.2.1. Mercado de productos

Análisis de la demanda

(53) Desde el punto de vista de la demanda, el sector del
seguro marítimo directo puede dividirse en dos
mercados de productos: seguro de casco y seguro de
P&I. Cada uno cubre necesidades diferentes y los
navieros normalmente los consideran distintos: el
seguro de casco lo contratan con aseguradores
comerciales, pero para los riesgos de P&I crean
asociaciones mutuas. El seguro marítimo de casco
ya fue considerado independiente por la Comisión
en su Decisión 93/3/CEE (Lloyd’s Underwriter

Association and the Institute of London Underwri-
ters) (2).

(54) El seguro de P&I podría en teoría, desde el punto
de vista de la demanda, dividirse en segmentos
específicos, según el tipo de buque asegurado
(cisterna, pesquero, carguero, etc.), el tipo de cober-
tura (daños a la propiedad, contaminación, lesiones
de la tripulación etc.) e incluso el nivel de cobertura
(ilimitada, limitada a un cierto nivel, etc.). De
hecho, los seguros no tipificados, como éste, son
productos hechos a medida que se adaptan a las
características del asegurado.

(55) Los seguros de casco y de P&I deben diferenciarse a
su vez del reaseguro marítimo. La demanda de cada
tipo de seguro es también diferente: en los dos
primeros casos la demanda procede de los arma-
dores, mientras que en el tercero procede de asegu-
radores profesionales. El reaseguro marítimo lo
suministran reaseguradores especializados. En
algunos casos, sin embargo, también puede sumi-
nistrarlo aseguradores de P&I. De hecho, los P&I
Clubs ofrecen reaseguros a pequeñas mutualidades
independientes de P&I.

Análisis de la oferta

(56) Desde el punto de vista de la oferta hay que
analizar primero si los requisitos necesarios para
ofrecer seguros de P&I son similares a los de otros
tipos de seguros y, por lo tanto, si otras compañías
podrían decidir lanzarse a operar con ellos a corto
plazo. Si así fuera, su mercado de productos podría
ampliarse, abarcándolos. Los obstáculos normativos
con que se encontrarían las compañías que ya
operan con seguros no de vida para acceder al
mercado de P&I no son significativos. Sin embargo,
existen otros dos tipos de obstáculos que sí son
importantes.

(57) En primer lugar, los seguros de P&I exigen algunas
condiciones que otras compañías de seguros no
podrían satisfacer en un corto espacio de tiempo.
Estas son, por ejemplo, un gran conocimiento
técnico de los riesgos de P&I, una amplia red de
representantes en los puertos más importantes del
mundo, capaz de resolver de forma eficaz los sinies-
tros de P&I, y una unidad especializada en la trami-
tación de este tipo de siniestros.

(58) En segundo lugar, y lo que es más importante, en la
provisión de seguros de P&I pueden realizarse
enormes economías de escala. En general, esto
sucede en todos los ámbitos del seguro. Para poder
asegurar un tipo de riesgo específico, un asegurador
debe contar con un determinado número mínimo
de unidades. Este número mínimo le permitirá
repartir el riesgo de una forma lo suficientemente
amplia como para reducir la volatilidad de los

(1) Recopilación 1980, p. 3125. (2) DO L 4 de 8.1.1993, p. 26.
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siniestros, es decir, para estar seguro de que éstos se
van a conformar a una pauta regular (que normal-
mente puede establecerse mediante la observación
del pasado). Dicho de otro modo, si tiene garanti-
zado un número mínimo de unidades, existen
grandes posibilidades de que no se vea enfrentado a
siniestros no previstos, porque la frecuencia e
intensidad de los siniestros reproducirá los regis-
trados en el pasado.

Normalmente la escala mínima es relativamente
mayor tratándose de riesgos catastróficos (es decir,
riesgos con una intensidad muy alta pero con una
frecuencia baja) que de riesgos normales.

(59) En el ámbito del seguro de P&I, la escala mínima
necesaria para dar cobertura es muy alta en relación
con la dimensión total del mercado. Es decir, las
economías de escala suponen un obstáculo consi-
derable para acceder a aquél. Para alcanzar la escala
mínima un asegurador tendría que hacer frente a
grandes costes que no llegaría a recuperar si no
consiguiera introducirse en el mercado (es decir,
son gastos a fondo perdido). Una vez en el
mercado, estaría obligado a cubrir todos los sinies-
tros asegurados por las pólizas suscritas. Los gastos
a fondo perdido serían iguales a la diferencia entre
las primas cobradas, que se calcularían con arreglo
a las pautas registradas anteriormente, y los sinies-
tros liquidados. Si no se alcanza la escala mínima
(si la penetración en el mercado fracasa), tal dife-
rencia podría ser muy significativa porque la sinies-
tralidad sería muy volátil (las pautas esperadas no se
producirían). Este esquema general sobre econo-
mías de escala en el ámbito de los seguros de P&I
se cumple siempre, aunque, por supuesto, su perti-
nencia es menor a medida que disminuye el nivel
de cobertura.

(60) Estos dos obstáculos combinados impiden que las
compañías de seguros no de vida, así como los
reaseguradores especializados, operen en los
mercados de P&I. Las compañías de seguros de
casco, sin embargo, podrían desarrollar sus servicios
de peritaje y reclamaciones, cubriendo los riesgos
de P&I con mucha más facilidad que otros tipos de
aseguradores. En los niveles más bajos de cobertura
P&I, en los que las economías de escala son
menores, existen posibilidades de acceso al
mercado. Como ya quedó dicho, existen algunas
compañías de seguros de casco que ya ofrecen
seguros de P&I de hasta un máximo de unos 459
millones de euros (500 millones de dólares estadou-
nidenses).

(61) En lo que se refiere al mercado del reaseguro de
aseguradores directos de P&I, el principal obstáculo
de acceso al mercado es el constituido por las
economías de escala. Los obstáculos normativos no
suponen una barrera significativa. Por lo tanto, no
sólo podrían los de P&I Clubs ofrecer reaseguros a
otros aseguradores de P&I, sino también los rease-
guradores marítimos que alcancen una dimensión
mínima. En la práctica, los reaseguradores marí-

timos ya operan, con coberturas limitadas en el
ámbito del reaseguro de mutualidades indepen-
dientes de P&I, y de P&I Clubs por valor de hasta
1 800 millones de euros (2 000 millones de dólares
estadounidenses). Los reaseguros por cantidades
mayores sólo pueden ofrecerlos por el momento los
P&I Clubs.

1.2.2. Mercado geográfico

(62) El mercado de seguros marítimos contractuales y
frente a terceros es de ámbito mundial. Los
navieros suelen asegurarse de que sus flotas
disfruten de las mejores condiciones disponibles
entre los P&I Clubs, sin importar dónde están éstos
situados. En la actualidad, el IG así como la
mayoría de pequeñas compañías independientes de
seguros de P&I aseguran buques registrados en
cualquier lugar del mundo. El mercado de rease-
guros de P&I también es de ámbito mundial.

1.2.3. Conclusión

(63) Puede concluirse que los seguros de P&I consti-
tuyen un único mercado de productos en todo el
mundo. La posibilidad de sustituirlos por otros
tipos de seguros marítimos es escasa, tanto desde el
punto de vista de la oferta como de la demanda.
Sólo existe un cierta posibilidad de alternativa, en
lo que a la oferta se refiere, a través de los asegura-
dores de casco, y ello en niveles bajos de cobertura
(hasta 459 millones de euros, ó 500 millones de
dólares estadounidenses); las mutualidades indepen-
dientes de P&I y los aseguradores comerciales
podrían también operar.

(64) En lo que se refiere a los reaseguros de P&I es
necesario hacer una distinción según el nivel de
cobertura de que se trate. Hasta 2 000 millones de
dólares, el reaseguro P&I puede considerarse parte
del mercado más amplio del reaseguro marítimo
mundial. Pero tratándose de niveles más altos, los
reaseguradores marítimos no alcanzan por el
momento las dimensiones mínimas necesarias para
ofrecer reaseguros de P&I y, por lo tanto, el rease-
guro superior en valor a unos 1 800 millones de
euros (2 000 millones de dólares estadounidenses)
debe considerarse un mercado independiente.

1.3. Restricción de la competencia

1.3.1. El Pooling Agreement

(65) Un acuerdo de reparto de la siniestralidad como el
Pooling Agreement supone un acuerdo entre las
partes en torno a una serie de aspectos de la acti-
vidad de los seguros. Por ejemplo, es propio de un
acuerdo de este tipo que sus miembros decidan
conjuntamente, al menos, las condiciones de las
pólizas y el nivel de cobertura ofrecido. Este
acuerdo les impide ofrecer otros productos de
seguro diferentes a través del acuerdo de reparto de
siniestros.
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(66) Los acuerdos de este tipo no deben considerarse
anticompetitivos, al menos cuando la repartición es
necesaria para que sus miembros puedan ofrecer un
tipo de seguro que nunca podrían ofrecer por sepa-
rado. No puede decirse que haya restricción de la
competencia cuando las partes que han puesto sus
recursos en común no son competidores reales ni
potenciales, porque de forma aislada no pueden
asegurar los riesgos cubiertos por el consorcio.
Puede decirse incluso que la repartición de la
siniestralidad fomenta la competencia, porque
permite que varios aseguradores que de forma
aislada no podrían ofrecer cobertura pongan en
común sus recursos y den lugar a un nuevo
operador.

(67) Si el acuerdo de repartición de la siniestralidad no
infringe el apartado 1 del artículo 85, las restric-
ciones impuestas a sus partes que sean indispensa-
bles para un funcionamiento correcto del mismo
tampoco lo infringirán. Deberán considerarse
complementarias o inherentes al acuerdo de repar-
tición [véase, por ejemplo, la sentencia del Tribunal
de 15 de diciembre de 1994 en el asunto C-250/92:
Gottrup-Klim contra Dansk Landbrugs Grovvare-
selskab (1), donde se consideró que las restricciones
necesarias para el correcto funcionamiento de una
cooperativa no infringían el apartado 1 del artículo
85].

1.3.1.1. Carácter necesario del acuerdo de reparti-
ción de la siniestralidad del IG

(68) A continuación se analiza si el acuerdo de reparti-
ción entre los P&I Clubs del IG, que asegura un
89 % aproximadamente del tonelaje marítimo
mundial, es necesario para que los P&I Clubs
puedan ofrecer en el mercado seguros de P&I de
hasta 3 900 millones de euros (4 250 millones de
dólares estadounidenses), como hacen en la actua-
lidad. Debe concluirse que los acuerdos de reparti-
ción de la siniestralidad del IG son necesarios para
ofrecer este nivel de cobertura, ya que la dimensión
mínima necesaria para ello sólo puede alcanzarse
asegurando más de un 50 % del tonelaje marítimo
mundial. Por ello, no cabe la posibilidad de un
segundo proveedor rentable.

(69) Como se señalaba en los anteriores considerandos
58 y 59, en el ámbito de los seguros pueden hacerse
economías de escala. Es necesario asegurar un
número mínimo de unidades para cubrir algunos
tipos de riesgo. Este número mínimo sólo puede
alcanzarlo un asegurador único o una serie de
aseguradores que se pongan de acuerdo para cubrir
en común ciertos tipos de riesgo. Este es el caso del
coaseguro o correaseguro conjuntos pactados entre
aseguradores comerciales, y también de los
acuerdos de repartición de la siniestralidad cele-

brados entre mutualidades, como el que se está
analizando en el presente asunto.

(70) En general la dimensión mínima necesaria para
ofrecer un determinado tipo de seguro puede calcu-
larse de forma directa analizando las cuotas de
mercado en manos de los aseguradores que ofrecen
en solitario este tipo de seguro. En el mercado del
seguro de P&I, como ya se explicó anteriormente
en los considerandos 11 a 13, existen muy pocos
aseguradores que no formen parte del IG. Además,
estos aseguradores independientes (de los que
Ocean Marine, con una cuota de mercado del 2 %
aproximadamente, es el mayor de ellos) ofrecen
unos niveles de seguro de P&I relativamente bajos,
normalmente de hasta 459 millones de euros (500
millones de dólares estadounidenses). Por lo tanto,
no constituyen un elemento realista de compara-
ción a la hora de determinar la dimensión mínima
necesaria para ofrecer cobertura de P&I de hasta
3 900 millones de euros (4 250 millones de dólares
estadounidenses).

(71) Cuando la dimensión mínima para ofrecer un nivel
de seguro dado no puede estimarse directamente
porque no hay compañías que ofrezcan de forma
independiente este seguro, tiene que recurrirse a
métodos indirectos. Puede calcularse indirecta-
mente la dimensión mínima analizando los rease-
guros obtenidos por diferentes compañías con dife-
rentes cuotas de mercado. Efectivamente, el nivel
de reaseguro de que disponga un P&I Club deter-
minará normalmente el nivel de cobertura que
puede ofrecer de forma independiente.

(72) En relación con este extremo el nivel de rease-
guro de que puede disponer un asegurador inde-
pendiente de P&I se consultó a los principales
agentes marítimos de Londres y a los principales
reaseguradores del IG. Todas las respuestas coinci-
dieron en indicar que, para obtener reaseguros de
hasta 1 380 millones de euros (1 500 millones de
dólares estadounidenses) es necesario asegurar a un
30 % del tonelaje marítimo mundial, un 45 % para
reaseguros por valor de 1 800 millones de euros
(2 000 millones de dólares estadounidenses) y más
del 50 % para cantidades superiores a los 2 700
millones de euros (3 000 millones de dólares esta-
dounidenses), por lo que para una cobertura de esta
magnitud sólo hay lugar para un operador. Esto
demuestra que, en la actualidad, el acuerdo de
repartición de la siniestralidad entre los P&I Clubs
actúa en pro del fomento de la competencia.

(73) Teóricamente podría argumentarse que, para
buques con riesgos más bajos, debería ser posible
conseguir un reaseguro con una cobertura más alta.
Sobre este punto se consultó a los agentes y compa-
ñías reaseguradoras para que determinaran el nivel(1) Recopilación 1994, p. I-5641.
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de reaseguro que podría lograr un hipotético club
que no asegurara buques cisterna ni barcos de pasa-
jeros (las modalidades que han producido los
siniestros más elevados). De acuerdo con las
respuestas, el nivel de reaseguro sería el mismo que
el de los clubes que trabajan con todo tipo de
buques.

(74) Por las razones expuestas en los considerandos 72 y
73, puede llegarse a la conclusión de que los
acuerdos de repartición de la siniestralidad del IG
son la única alternativa posible para el suministro
de una cobertura de hasta 3 900 millones de euros
(4 250 millones de dólares estadounidenses). Puede
afirmarse, por lo tanto, que todas las restricciones
necesarias para el correcto funcionamiento del
acuerdo de repartición de la siniestralidad («restric-
ciones inherentes») deben considerarse compatibles
con el apartado 1 del artículo 85 del Tratado CE.

1.3.1.2. Restricciones inherentes al Pooling Agree-
ment

1.3.1.2.1. Nivel mínimo común de cober-
tura

(75) Tanto la denuncia del GSCC como el pliego de
cargos consideraban que la cláusula de la antigua
versión del Pooling Agreement por la que se fijaba
un nivel único de cobertura para todos los clubes
de hasta 16 500 millones de euros (18 500 millones
de dólares estadounidenses) no era indispensable
para un correcto funcionamiento del acuerdo y era
perjudicial para la competencia. La cláusula
impedía que los clubes ofrecieran a los armadores
diferentes niveles de cobertura. Dicho de otra
forma, impedía que los armadores negociaran el
nivel de cobertura que deseaban o necesitaban en
función del riesgo que suponía su flota.

(76) En realidad, el Pooling Agreement ha sido modifi-
cado y los P&I Clubs pueden ofrecer niveles de
cobertura mayores de los acordados conjuntamente,
de unos 3 900 millones de euros (4 250 millones de
dólares estadounidenses). Por lo tanto, la versión
modificada del Pooling Agreement ya no establece
un nivel único de cobertura, si no que simplemente
fija un nivel mínimo que todas las partes firmantes
del acuerdo deben ofrecer. Por lo tanto, los clubes
son ya libres de ofrecer niveles más altos de cober-
tura. También pueden ofrecer niveles más bajos de
forma individual.

(77) Hay que señalar que un acuerdo de repartición de
la siniestralidad no puede funcionar correctamente
sin que todos sus miembros se hayan puesto de
acuerdo al menos sobre un nivel de cobertura.
Ningún miembro estaría dispuesto a sufragar
parcialmente un siniestro procedente de otro club
si su importe es mayor que el de los que él mismo
puede cubrir. En un consorcio comercial sí podría
suceder, porque sus miembros le pagan primas
puras, y éstas varían según el nivel de cobertura. Sin
embargo, tratándose de un acuerdo de repartición
de la siniestralidad celebrado entre mutualidades,
donde no se pagan primas, no se puede obligar a
los miembros con siniestros mayores a que
compensen a los demás.

(78) Esto no significa que los clubes miembros del IG
se hayan privado de la posibilidad de ofrecer colec-
tivamente otros niveles de cobertura. Todos los
miembros, o sólo los que estén dispuestos a
compartir siniestros de niveles más altos, pueden
celebrar acuerdos complementarios que establezcan
niveles más altos de cobertura, en lugar de limitarse
al nivel más bajo con arreglo al acuerdo de reparti-
ción de la siniestralidad. El pliego de cargos remitía
a unas pruebas documentales que demostraban que
el IG había debatido la posibilidad de instituir
algunos de estos sistemas en el pasado. Además,
algunos P&I Clubs reconocieron en sus respuestas
la viabilidad técnica de estos sistemas.

(79) Puede concluirse que la cláusula por la que se
establece un nivel común de cobertura no supone
una restricción de la competencia en el sentido del
apartado 1 del artículo 85. Los clubes sólo se han
puesto de acuerdo sobre un nivel mínimo de cober-
tura necesario para el funcionamiento del sistema.
Siguen teniendo libertad para ofrecer, en solitario o
con otros clubes, cualquier otro nivel de cobertura
que consideren apropiado.

1.3.1.2.2. Aprobación conjunta de normas y
práct icas contables

(80) El Pooling Agreement incluye una cláusula que
establece que las normas que regulan las pólizas de
seguros de cada club deberán ser aprobadas por tres
cuartas partes de los miembros del Pooling Agree-
ment. Esta cláusula impide que los P&I Clubs
ofrezcan condiciones diferentes, a través del
acuerdo de repartición de la siniestralidad.
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(81) Ahora bien, como cualquier otro sistema de cose-
guro o correaseguro, un acuerdo de repartición de
la siniestralidad sólo puede funcionar correcta-
mente si sus miembros se ponen de acuerdo en las
condiciones en que se conciertan las pólizas. No
puede obligarse a ningún miembro a que contri-
buya a dar cobertura con unas condiciones que no
ha aprobado previamente. Por lo tanto, la cláusula
del Pooling Agreement por la que se establece que
las normas que regulan las pólizas (rules) de cada
club deberán ser aprobadas por los demás miem-
bros del consorcio, puede ser considerada necesaria
para el buen funcionamiento de los acuerdos de
repartición de la siniestralidad del IG.

1.3.1.2.3. Reaseguro conjunto

(82) Como se exponía en el anterior considerando 16, el
exceso de cualquier siniestro superior a 27,4
millones de euros (30 millones de dólares estadou-
nidenses) y hasta 1 800 millones de euros (2 000
millones de dólares estadounidenses) es asumido
por el contrato colectivo de reaseguro de exceso de
pérdida. Este contrato de reaseguro es acordado
colectivamente por los clubes con compañías de
seguros comerciales, con arreglo a la cláusula no 12
del Pooling Agreement. Esto puede considerarse
como un acuerdo de contratación conjunta de
reaseguro.

(83) La adquisición conjunta de suministros puede
considerarse contraria al apartado 1 del artículo 85.
En la Decisión 80/917/CEE National Sulphuric
Acid Association (1), la Comisión decidió que la
plataforma conjunta de compra que había insti-
tuido la asociación que agrupaba a los fabricantes
de ácido sulfúrico del Reino Unido era contraria a
la competencia. En el citado asunto se concedió
una exención porque, entre otras cosas, el sistema
garantizaba un suministro regular de ácido sulfúrico
en épocas de escasez, y porque los miembros de la
citada plataforma no estaban obligados a adquirir la
totalidad de sus suministros de ácido sulfúrico a
través de la misma.

(84) Normalmente, la contratación conjunta del rease-
guro no es inherente al funcionamiento de un
acuerdo de repartición de la siniestralidad, porque
cada miembro del mismo puede reasegurar de
forma independiente la parte que le corresponde.
Sin embargo, en este caso particular quedó demos-
trado (véanse los anteriores considerandos 72 a 74)
que, sin la organización de un sistema conjunto, la
mayoría de los P&I Clubs no habrían podido
obtener un reaseguro como el que tienen en la
actualidad. Hay que decir, incluso, que la dimen-
sión mínima necesaria es de más de un 50 % del

tonelaje marítimo mundial, y el mayor de los
clubes sólo cubre un 16,34 % de dicha cifra (véase
anterior considerando 10). Puede concluirse, por lo
tanto, que el reaseguro conjunto es necesario para
que el IG pueda ofrecer cobertura en las condi-
ciones actuales. Por lo tanto, no está incluido en el
ámbito del apartado 1 del artículo 85.

1.3.2. El IGA

1.3.2.1. Normas relativas a los pagos de liberación

(85) Los métodos de cálculo de los pagos de liberación
«no plantean en sí mismos», como afirmaba el apar-
tado 27 de la Decisión 86/615/CEE, relativa a los
P&I Clubs, «restricciones claras de la competencia
(. . .), pero podrían utilizarse para consolidar restric-
ciones de transferencias entre clubes. Estas normas
podrían utilizarse para hacer aún más difícil la
posibilidad de que un operador pueda aprovechar
las mejores condiciones ofrecidas por otro club. La
cuantía del pago de liberación exigido por el
consorcio en caso de abandono puede desalentar de
forma efectiva las transferencias entre clubes».

(86) En cualquier caso, las normas relativas a los pagos
de liberación son inherentes al correcto funciona-
miento del Pooling Agreement. Son necesarias para
evitar que un armador que ha abandonado un club
deje de pagar las cantidades que todavía le adeuda
de resultas de obligaciones contraídas durante su
pertenencia al mismo, pero pendientes de liquidar
en el momento de la retirada. Tales normas
guardan proporción con el objetivo: consisten
simplemente en una garantía bancaria (no es nece-
sario efectuar un desembolso real hasta que se
cuantifiquen las obligaciones), y siempre existe la
posibilidad de impugnar la cuantía de la liberación
ante un comité de expertos independiente.

1.3.2.2. Procedimientos de oferta de precios

(87) Los procedimientos de oferta de precios restringen
la libertad de los P&I Clubs de competir ofertando
un precio a buques que podrían unirse a ellos.
Antes de la modificación del IGA, los clubes no
podían determinar la totalidad de la tarifa. Tras las
modificaciones aportadas al IGA, los clubes podrán
hacer libremente ofertas sobre la parte correspon-
diente a los costes administrativos, pero seguirán
sin poder determinar las demás. El procedimiento
denominado «del 20 de febrero» impide que los
P&I Clubs hagan ofertas inferiores a la común del
consorcio en relación con costes diferentes a los
administrativos, a no ser que un comité de expertos
decida que el precio fijado para ellos es excesiva-
mente alto.(1) DO L 260 de 3.10.1980, p. 24.
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(88) Los elementos del precio sobre los que los clubes
no pueden realizar ofertas son los que reflejan los
costes de los siniestros a cargo de los clubes. Los
procedimientos de oferta de precio se aplican tanto
a los costes de los siniestros, que son compartidos
entre los clubes [siniestros por un valor situado
entre 4,57 millones de euros (5 millones de dólares
estadounidenses y 27,4 millones de euros (30
millones de dólares estadounidenses), y gastos de
reaseguro], como a los costes que corren a cargo de
cada club individualmente (siniestros de hasta 4,57
millones de euros (5 millones de dólares, el deno-
minado nivel de retención).

1.3.2.2.1. Cáracter inherente de la restr ic-
ción

(89) Todo acuerdo de repartición de la siniestralidad
exige un cierto grado de disciplina entre los partici-
pantes acerca de las tarifas correspondientes a los
costes que sufragan conjuntamente. Ningún club
estaría dispuesto a compartir siniestros con otro
club que aplica unas tarifas inferiores para la misma
cobertura. Ningún cliente le sería fiel al primero de
los clubes sabiendo que puede obtener en el
segundo exactamente la misma cobertura, garanti-
zada por todos los P&I Clubs, pero a un precio
inferior.

(90) En el caso que nos ocupa, los P&I Clubs comparten
siniestros por un valor comprendido entre 4,57
millones de euros (5 millones de dólares estadouni-
denses) y 27,4 millones de euros (30 millones de
dólares estadounidenses), obtienen reaseguro de
forma conjunta para cubrir siniestros más elevados
de hasta 1 800 millones de euros (2 000 millones de
dólares estadounidenses), y, si se produjera un
siniestro todavía más alto (siniestro «excedente»),
entrarían en la repartición hasta 3 900 millones de
euros (4 250 millones de dólares estadounidenses).
Parece normal que se pongan de acuerdo e
impongan una disciplina para la fijación de los
precios correspondientes a estos costes. La disci-
plina se logra a través de los procedimientos de
oferta de precio y, en el caso de los buques cisterna,
de una recomendación acerca de los siniestros que
deben repartirse con arreglo al Pooling Agreement.

(91) Estas normas guardan proporción con los objetivos
que persiguen. Los procedimientos de oferta de
precio permiten que sea el consorcio el que fije las
tarifas, simplemente con el objetivo de que los
precios de un club no queden recortados por los de
otro club con el que comparte siniestros. En el caso
de los buques cisterna el IG va más allá porque

recomienda anualmente una tarifa no vinculante
para la siniestralidad de estos buques, que deberá
repartirse con arreglo al Pooling Agreement. La
razón de esta norma particular estriba en las carac-
terísticas específicas de los buques cisterna (cuyos
accidentes suelen ser de carácter catastrófico,
ocurren raramente pero acarrean responsabilidades
enormes).

(92) Ahora bien, los procedimientos de oferta de precio
modificados se aplican también a algunos costes no
repartidos entre los clubes, los llamados costes de
retención [los de los siniestros de hasta 4,57
millones de euros (5 millones de dólares estadouni-
denses)]. Puede decirse que en lo que se refiere a
estos últimos, los procedimientos de oferta de
precio van más allá de lo necesario para garantizar
un buen funcionamiento de los acuerdos de repar-
tición. Tratándose de costes no compartidos, no hay
necesidad de garantizar que los clubes recorten los
precios. Un club que logra reducir estos costes en
comparación con sus competidores debería poder
practicar unos precios más bajos. La competición
de precios en lo que se refiere al componente de
costes que es la retención no puede poner en
peligro todo el acuerdo de repartición de la sinies-
tralidad.

(93) Puede concluirse, por lo tanto, que los procedi-
mientos de oferta de precio, en lo que se refiere al
elemento de la tarifa que refleja los siniestros
incluidos en la retención, no son inherentes al
acuerdo de repartición de la siniestralidad.

1.3.2.2.2. Importancia de la restr icción

(94) Teniendo en cuenta que los P&I Clubs cuentan con
una cuota de mercado mundial del 89 % en el
ámbito del seguro P&I, y que la competencia exte-
rior al sistema es muy escasa, cualquier restricción
de la competencia de precios entre clubes tiene un
impacto apreciable en el mercado mundial del
seguro P&I.

(95) Tras las modificaciones aportadas al IGA, será
posible la competencia de precios en la parte de la
tarifa correspondiente a los costes administrativos.
Esto no significa, sin embargo, que la restricción
del elemento correspondiente a los costes de los
siniestros incluidos en la retención no influya de
manera apreciable en la competencia entre clubes:
los siniestros de la retención suponen, en valor, un
82 % del total, y un 99 % del número de siniestros
a cargo del IG (véase el anterior considerando 16).
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(96) Es verdad que la restricción sólo dura un año.
Cuando un armador ha pertenecido a un nuevo
club durante un año, éste puede ofrecerle unos
precios inferiores a los del primer año. De este
hecho no se desprende, sin embargo, que la restric-
ción no sea apreciable. Es precisamente cuando un
armador está pensando en cambiarse de club,
cuando le interesaría disponer de una ventaja
competitiva y ofertar un precio más bajo que sirva
de incentivo, y no un año después.

(97) Y tampoco puede alegarse que el procedimiento
del 20 de febrero no tenga un efecto apreciable
sobre la competencia debido a que exista un proce-
dimiento alternativo, el del 30 de septiembre, que
permite a los clubs ofrecer un precio inferior al del
consorcio; la Comisión pensó que así era en 1985,
cuando se adoptó el procedimiento del 30 de
septiembre, pero la experiencia ha mostrado que el
nuevo procedimiento no ha dado los resultados
apetecidos: sólo en una ocasión sirvió para efectuar
un cambio de un club a otro (véase el considerando
33).

(98) En realidad, no es sorprendente que el procedi-
miento del 30 de septiembre no haya resultado un
éxito. Existen dos razones. En primer lugar, sólo
puede utilizarse cinco meses antes de la fecha de
renovación del seguro. Esto es demasiado pronto
para que un club pueda hacer una oferta en firme
(por ejemplo, todavía no se pueden determinar las
primas de reaseguro que regirán en el momento
pertinente). En segundo lugar, si el consorcio soli-
cita al comité de expertos independientes que
analice si la oferta no es excesivamente baja y el
comité decide que efectivamente sí lo es, la multa
que se impondría al club que hubiera realizado la
oferta es extremadamente onerosa: perdería el
reaseguro de los demás clubes para el buque corres-
pondiente durante dos años.

1.3.2.3. Normas sobre costes mínimos de los buques
cisterna

(99) El IG recomienda anualmente una provisión que
los clubes deben incluir en sus precios para reflejar
los costes que suponen para el consorcio los sinies-
tros de este tipo de buques (véanse los conside-
randos 38 y 39). Aunque la recomendación no es
vinculante, el IGA autoriza a los clubes a enviar
ante un comité cualquier oferta de precios realizada
por un club para este tipo de buques si consideran
que no tiene en cuenta adecuadamente todos los

elementos de los costes correspondientes a los
siniestros. Si el comité considera que así es el caso,
el club pierde todas las ventajas del consorcio
durante dos años. Esta severa penalización, sufrida
cuando el comité decide que una oferta de precio
no tiene en cuenta adecuadamente todos los
elementos de los costes correspondientes a los
siniestros, hace que los clubes se atengan fielmente
a la recomendación.

(100) Puesto que la recomendación se aplica también a
los costes de retención, su aplicación debe conside-
rarse, por las mismas razones expuestas en los
considerandos 88 a 97, una restricción apreciable
de la competencia que no es inherente al correcto
funcionamiento del Pooling Agreement.

1.3.3. Efectos sobre el comercio entre Estados
miembros

(101) Los acuerdos del IG afectan de forma apreciable al
comercio entre Estados miembros. En primer lugar,
los P&I Clubs del IG están establecidos en más de
un Estado miembro, así como en terceros países.
En segundo lugar, los miembros del IG aseguran
buques de cualquier Estado miembro, y también de
terceros países. En realidad, casi toda la flota comu-
nitaria está asegurada en el IG.

1.3.4. Conclusión: restricción de la compe-
tencia en el mercado del seguro P&I

(102) Puede concluirse que, en lo que a su aplicación a
los costes de retención se refiere, tanto los procedi-
mientos de oferta de precio como la recomenda-
ción sobre costes mínimos para buques cisterna
suponen una restricción de la competencia. Esta
restricción afecta negativamente y de forma apre-
ciable a la competencia en el mercado mundial de
los seguros P&I, y afecta de forma notable al
comercio entre Estados miembros. Por lo tanto,
incurren en la prohibición del apartado 1 del artí-
culo 85 del Tratado CE.

1.4. Exención con arreglo al apartado 3 del
artículo 85

1.4.1. Posibilidad de una exención por catego-
rías en el ámbito de los seguros

(103) Se ha alegado que el Pooling Agreement y el IGA
están incluidos en la definición de agrupaciones de
correaseguro, que figura en la letra b) del apartado 2
del artículo 10 del Reglamento (CEE) no 3932/92
de la Comisión, de 21 de diciembre de 1992, rela-
tivo a la aplicación del apartado 3 del artículo 85
del Tratado a determinadas categorías de acuerdos,
decisiones y prácticas concertadas en el sector de
los seguros (1). El artículo define la agrupación de
correaseguro como la constituida por empresas de
seguros con el fin de reasegurar mutuamente la
totalidad o parte de sus compromisos relativos a
una categoría determinada de riesgos.

(1) DO L 398 de 31.12.1992, p. 7.
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(104) La jurisprudencia comunitaria no sirve de ayuda a
la hora de decidir si la exención por categorías en
el sector de los seguros es aplicable a los acuerdos
de repartición de la siniestralidad entre mutuali-
dades, pero en el presente caso no es necesario
dilucidar esta cuestión porque los acuerdos del IG
no cumplen todas las condiciones exigidas para la
concesión de una exención por categorías. En parti-
cular, la cuota de mercado de sus miembros es
notablemente superior al 15 %.

1.4.2. Posibilidad de una exención individual

(105) Aunque los acuerdos del IG no están cubiertos por
la definición de correaseguro del Reglamento (CEE)
no 3932/92, cabría la posibilidad de conceder una
exención a las disposiciones de los acuerdos que
infringen el apartado 1 del artículo 85, a saber, los
procedimientos de oferta de precio y las normas
sobre costes mínimos de los buques cisterna,
cuando se apliquen a los costes de retención.

1.4.2.1. Fomento del progreso económico

(106) Como se señalaba en el anterior apartado 72, para
ofrecer un seguro P&I de hasta 3 900 millones de
euros (4 250 millones de dólares estadounidenses) a
los costes actuales, un asegurador debe contar, si no
quiere encontrarse con una gran volatilidad de los
siniestros y obtener un reaseguro suficiente, con
una cuota de mercado de más del 50 %. No existe
ningún asegurador que disponga de una cuota
semejante y, por lo tanto, el único medio con que
cuenta el sector para ofrecer esta cobertura es poner
en común los riesgos de un conjunto de asegura-
dores que, conjuntamente, alcancen una cuota de
mercado de más del 50 %. Por ello, los acuerdos
del IG contribuyen al progreso económico, porque
garantizan la existencia en el mercado de unos
seguros de P&I que cubran riesgos por valor de
hasta 3 900 millones de euros (4 250 millones de
dólares estadounidenses).

(107) La disponibilidad de cobertura por valor de hasta
3 900 millones de euros (4 250 millones de dólares
estadounidenses) beneficia al armador de forma
inmediata. Al garantizar su existencia, el IG satis-
face la mayor parte de la demanda mundial de
seguros P&I y permite que el transporte marítimo
y otras actividades conexas se desarrollen con
una cobertura adecuada de las responsabilidades
contractuales o frente a terceros.

(108) Los usuarios finales del armador, sean pasajeros o
transportistas, también disfrutan de las ventajas
derivadas de estos seguros; si no existiera el acuerdo
no podrían ofrecerse seguros por importes tan altos,
y si se produjeran siniestros de este calibre, es
probable que algunos de los usuarios no obtuvieran
compensación del armador. Lo mismo sucedería
con cualquier tercero que sufriera un perjuicio
extracontractual provocado por el armador (por
ejemplo, contaminación marina).

1.4.2.2. Carácter necesario de la restricción

(109) Como se expuso anteriormente (véanse los conside-
randos 88 y 99), si las normas de oferta de precio y
las relativas a los costes mínimos para los buques
cisterna se aplican a costes no sufragados por los
clubes, especialmente a los costes de retención [es
decir, los de los siniestros por valor de hasta 4,57
millones de euros (5 millones de dólares estadouni-
denses)], no pueden considerarse inherentes al
acuerdo de repartición de la siniestralidad.

(110) Sin embargo, en el caso que nos ocupa la Comisión
reconoce que sería inviable, o en cualquier caso
complejo y fastidioso, idear un método que garanti-
zara que las normas de oferta de precio y las de los
costes mínimos para los buques cisterna se apli-
quen a los costes compartidos con arreglo al
Pooling Agreement, y no a los costes de retención.

(111) Cuando un club establece un precio para un buque,
hace una apreciación global de los riesgos incu-
rridos por el mismo. En otras palabras, evalúa la
frecuencia e intensidad de los siniestros que el
buque podría producir al club. Si los procedi-
mientos de oferta de precio o las normas sobre
costes mínimos para buques cisterna sólo se apli-
caran a los elementos del precio que reflejan los
costes compartidos, el club tendría que evaluar de
forma separada los posibles siniestros que el buque
podría causar por debajo de los 4,57 millones de
euros (5 millones de dólares estadounidenses). La
evaluación del riesgo se realiza sobre la base de
parámetros subjetivos (medidas de seguridad del
buque, pericia de la tripulación), por lo que a un
club le sería fácil manipular la evaluación, dismi-
nuir la importancia relativa de los costes de reten-
ción y aumentar la de los costes compartidos.
Como los costes de retención quedarían fuera de
los procedimientos de oferta de precio, al disminuir
su importancia el club reduciría sus precios en la
misma medida, lo que le serviría como gancho
competitivo para atraer clientes. En lo que se
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refiere a los buques cisterna, como la importancia
de los costes compartidos se aumentaría artificial-
mente, el club podría respetar además la recomen-
dación sobre costes mínimos.

(112) Si se instaurara un organismo encargado de evitar
estas manipulaciones, éste tendría, ante todo, que
inspeccionar estrechamente las evaluaciones de
riesgo efectuadas por los clubs y, especialmente,
comprobar si han dado más o menos importancia a
la posibilidad de que los siniestros se produzcan
por debajo del nivel de retención, fijando así un
precio poco razonable. Esta tarea sería, debido a la
gran subjetividad inherente a la evaluación de
riesgos, muy lenta y compleja. Superaría y compli-
caría las tareas encomendadas al comité de expertos
independiente, que en la actualidad comprueba
simplemente la exactitud global de las evaluaciones
realizadas por los clubs, pero no cada uno de sus
elementos independientemente. Además, si la
retención se queda fuera de los procedimientos de
oferta de precio, las controversias en torno a los
precios aumentarían de forma espectacular y el
comité se vería obligado a estudiar un gran número
de asuntos. No parece factible encomendar al
actual comité de expertos independiente, o a
ningún otro organismo creado al efecto, la tarea de
analizar, de una forma coherente y puntual, un gran
número de controversias sobre precios, con una
gran carga de subjetividad.

1.4.2.3. No eliminación de la competencia

(113) Los procedimientos de oferta de precio y la reco-
mendación sobre costes mínimos para los buques
cisterna no eliminan la competencia en el mercado
de los seguros P&I. Aunque el IG abarca un 89 %
del mercado mundial, existe competencia entre los
P&I Clubs.

(114) En segundo lugar, la competencia entre P&I Clubs
sobre los elementos del precio que reflejan los
costes de los siniestros (los elementos sujetos a los
procedimientos de oferta de precio) es un factor de
gran importancia, pero no el único. Los clubes
pueden competir en parámetros ajenos al precio
(por ejemplo, eficacia de la tramitación de sinies-
tros), así como en el componente del precio que
refleja los costes administrativos. Los costes admi-
nistrativos pueden reducirse, y por lo tanto es
posible la competencia en la parte del precio que
los refleja. Estas reducciones pueden conseguirse a
través de economías de escala, eficacia en la admi-
nistración y presión sobre los directivos para que
reduzcan su margen de beneficios (hay que
recordar que los directivos de los clubes son, en la
mayoría de los casos, empresas independientes que

trabajan por una remuneración). Si los clubes
deciden no cobrar una determinada parte de los
costes administrativos, sino que los compensan con
ingresos de inversión (véase el considerando 35), se
estaría dando un cierto juego a la competencia, ya
que la reducción de los costes administrativos se
reflejaría en unos pagos suplementarios inferiores
para los armadores.

(115) Por otro lado, la incorporación de las normas de
transparencia (véase el considerando 36) en el IGA
contribuirá a aumentar la competencia en relación
con los costes administrativos. Al obligar a todos
los clubes a publicar una relación de gastos medios
a lo largo de cinco años donde se exprese el
porcentaje que suponen los gastos administrativos
en los ingresos por primas e inversiones, los arma-
dores podrán comparar la eficacia de los diferentes
clubes en el ámbito en el que pueden fijar libre-
mente el precio, y decidir en consecuencia.

1.4.3. Conclusión

(116) De todo lo expuesto en los anteriores conside-
randos puede concluirse que tanto los procedi-
mientos de oferta de precio como la recomenda-
ción sobre costes mínimos para los buques cisterna
son contrarios, en lo que se refiere a los costes de
retención, al apartado 1 del artículo 85 del Tratado
CE, pero cumplen todas las condiciones impuestas
por el apartado 3 del mismo artículo, por lo que
pueden acogerse a una exención individual. Ambos
podrían considerarse necesarios para la consecución
del progreso económico y de las ventajas para los
consumidores que trae consigo el Pooling Agree-
ment, y no eliminan la competencia en el mercado
del seguro P&I.

(117) Sin embargo, los procedimientos de oferta de
precio y la recomendación sobre costes mínimos
para los buques cisterna, en lo que se refiere a los
costes de retención, deben beneficiarse de la exen-
ción sólo mientras el Pooling Agreement siga
siendo necesario para que los P&I Clubs alcancen
una escala mínima que les permita llegar a un nivel
de cobertura que, de otra manera, no podrían faci-
litar (véase el considerando 72).

La Comisión procederá a la revocación de la exen-
ción concedida por la presente Decisión, actuando
de conformidad con el apartado 3 del artículo 8 del
Reglamento no 17 si los miembros del IG disponen
colectivamente de una cuota de mercado superior
al doble de la escala mínima económicamente
necesaria para proporcionar el nivel de cobertura
acordado en cualquier momento por el IG. En
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efecto, en tal caso, podrían surgir dos operadores en
el mercado y el Pooling Agreement ya no sería
considerado necesario para alcanzar la escala
mínima. Hay que precisar que la escala mínima
corresponde a la cuota de mercado necesaria para
ofrecer con ciertas garantías cobertura a un coste
por tonelada de los siniestros similar al de los
miembros del IG en el mismo momento.

2. ARTÍCULO 86

(118) El artículo 86 establece que será incompatible con
el mercado común y quedará prohibida, en la
medida en que pueda afectar al comercio entre
Estados miembros, la explotación abusiva, por parte
de una o más empresas, de una posición dominante
en el mercado común o en una parte sustancial del
mismo.

2.1. Posición dominante

(119) El Tribunal de Justicia (sentencia en el asunto 85/
76: Hoffmann-La Roche contra Comisión, apar-
tados 38 y 39) (1) describió la posición dominante
como:

«una posición de gran fortaleza económica
disfrutada por una empresa y que permite a ésta
perturbar la competencia efectiva del mercado y
actuar en gran medida de forma independiente
de sus competidores y clientes y, en último
lugar, de los consumidores. Esta posición no
elimina totalmente la competencia, pero le
permite a la empresa que la ocupa determinar,
o al menos influir de forma apreciable, las
condiciones en que se desarrolla la competencia
y, en cualquier caso, actuar en gran medida sin
tenerla en cuenta, al menos mientras esta actua-
ción no incida en detrimento suyo».

(120) La posición dominante puede ocuparla una única
empresa o un grupo de ellas. El Tribunal de
Primera Instancia definió la posición dominante
colectiva como «dos o más entidades económicas
independientes que, en un mercado específico,
están unidas por unos vínculos económicos tales
que, por este mismo hecho, ocupan una posición
dominante en dicho mercado en relación con los
demás operadores» (sentencias en los asuntos
acumulados T-68/89, 77/89 y 78/89: Societá Italian
Vetro contra Comisión) (2). El Tribunal ha reiterado
recientemente la misma definición en la sentencia
de 8 de octubre de 1996 (en los asuntos acumu-
lados T-24/93, T-25/93, T-26/93 y T-28/93: Société
Maritime Belge contra Comisión (3)), refrendando
así la Decisión 92/262/CEE de la Comisión
(Cewal) (4) en la que se mantenía la existencia de
posiciones dominantes colectivas en un asunto de
conferencias marítimas y, anteriormente en la

Decisión 92/262/CEE (French-West African
Shipowners Committees) (5).

(121) Los P&I Clubs que son miembros del IG son enti-
dades independientes unidas por fuertes vínculos
económicos y, gracias a ello, ocupan conjuntamente
una posición dominante en el mercado mundial de
seguros directos P&I, así como en el mercado
mundial de reaseguros P&I por valores superiores a
unos 1 800 millones de euros (2 000 millones de
dólares estadounidenses) (véanse los considerandos
52 a 64 para la descripción del mercado de refe-
rencia).

(122) Los P&I Clubs miembros del IG han celebrado un
acuerdo de repartición de la siniestralidad que crea
entre ellos fuertes vínculos económicos: comparten
hasta cierto nivel los costes de los siniestros
sufridos por sus miembros, siguen unos procedi-
mientos específicos comunes para asegurar a los
miembros de otros P&I Clubs, conciertan los rease-
guros conjuntamente, acuerdan las condiciones que
han de aplicarse a sus miembros y cooperan en
muchos otros aspectos del ámbito del seguro P&I.
Además, al acordar unas condiciones de seguro
comunes y, particularmente, al ofrecer un nivel de
cobertura único, adoptan una política uniforme en
el mercado.

(123) La posición colectiva que ocupa el IG de P&I Clubs
es claramente dominante. De acuerdo con el
Tribunal de Justicia [sentencia del asunto C-62/86:
AKZO Chemie BV contra Comisión, apartado
60 (6), y Hoffmann-La Roche, apartado 41], «aunque
la importancia de las cuotas puede variar de un
mercado a otro, puede afirmarse legítimamente que
unas grandes cuotas de mercado constituyen en sí
mismas una prueba, salvo circunstancias excepcio-
nales, de la existencia de una posición dominante».

(124) En la sentencia AKZO Chemie BV el Tribunal
añadió que, «así sucede cuando la cuota de mercado
correspondiente alcanza el 50 %». Por lo tanto,
teniendo en cuenta simplemente las cifras de las
cuotas de mercado, puede decirse que el IG de los
P&I Clubs, que asegura al 89 % aproximadamente
de la flota mundial, ocupa una posición dominante
en todos los mercados mundiales de seguros P&I
en los que opera.

(125) En la sentencia del asunto Hoffmann-La Roche
(apartado 42), el Tribunal de Justicia consideró
además que una gran disparidad entre la cuota de
mercado de una empresa y la de sus siguientes
competidores también es un factor relevante a la
hora de apreciar la posición de mercado de la
primera. No cabe duda de que este caso la dife-
rencia entre las cuotas de mercado del IG y las de
sus competidores es muy significativa.

(1) Recopilación 1979, p. 461.
(2) Recopilación 1992, p. II-1403.
(3) Recopilación 1996, p. II-1201. (5) DO L 134 de 18.5.1992, p. 1.
(4) DO L 34 de 10.2.1993, p. 20. (6) Recopilación 1991, p. I-3359.
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(126) Además, en el caso que nos ocupa, existen otros
factores, ya determinados en la sentencia Hoff-
mann-La Roche (apartado 42) que corroboran la
conclusión de que el IG ocupa una posición de
fuerza en el mercado. En primer lugar, tiene capa-
cidad para ofrecer todos los niveles de cobertura
P&I, algo que sus competidores no tienen. En
segundo lugar, ha adquirido una gran experiencia y
reputación por haber operado en el ámbito del
seguro P&I durante cien años. Y en tercer lugar,
está presente en todo el mundo a través de una
amplia red de corresponsales. Todos estos factores,
unidos a su enorme cuota de mercado, permiten al
IG de los P&I Clubs ocupar una posición clara-
mente dominante y actuar de una forma en gran
parte independiente de sus competidores.

2.2 Abuso de posición dominante

(127) El pliego de cargos afirmaba que los acuerdos del
IG llevaban a dos tipos diferentes de abuso de
posición dominante, a saber, una limitación de
nivel de cobertura disponible y una disposición
sobre reaseguro que establecía unas condiciones
discriminatorias. Como se señala en los conside-
randos 129 a 133, tras las modificaciones aportadas
al Pooling Agreement, no debe considerarse ya que
los acuerdos del IG den lugar a un abuso de posi-
ción dominante. Esto no significa que el IG, o sus
miembros actuando conjuntamente, puedan dar
lugar a determinados abusos de posición domi-
nante que se reflejen en su actuación comercial.
Pero este no es el objeto de la presente decisión,
que se limita a la evaluación de los acuerdos notifi-
cados.

2.2.1. Abusos de explotación  Limitación de
productos en el mercado

(128) Debido a que el IG acordaba un único nivel de
cobertura, abusaba de sus clientes porque sólo les
ofrecía un tipo de seguro que dejaba sin satisfac-
ción a una gran parte de la demanda. Esto consti-
tuiría un abuso según el sentido de la letra b) del
párrafo segundo del artículo 86 del Tratado. Hay
que recordar, sin embargo, que no corresponde a la
Comisión decidir cual es el nivel de cobertura que
debe facilitar el IG. La Comisión sólo puede inter-
venir en este sentido si existieran pruebas claras e
indiscutibles de que se está privando a una gran
parte de la demanda de un servicio que de forma
manifiesta, necesita, y que por lo tanto el IG está
realmente aprovechando su posición dominante de
forma abusiva.

(129) Pero este no es ya el caso. En primer lugar, como
ya se ha explicado anteriormente (véase el conside-
rando 76), el Pooling Agreement ha sido modifi-
cado para indicar que los P&I Clubs son libres de
ofrecer individualmente niveles de cobertura

mayores o menores, así como de celebrar los
acuerdos de cooperativa que consideraran necesa-
rios a tal efecto.

(130) En segundo lugar, al adoptar el IG un nuevo nivel
mínimo común de cobertura de unos 3 900
millones de euros (4 250 millones de dólares esta-
dounidenses), ya no existe una gran parte de la
demanda sin satisfacer. La mayoría de las organiza-
ciones de armadores de todo el mundo han presen-
tado su parecer a la Comisión y no han considerado
que el nuevo nivel es demasiado alto para satisfacer
sus necesidades. Unicamente parte de la flota
griega, que en conjunto asciende a un 15 % aproxi-
madamente del tonelaje total, sigue insatisfecha
con el nuevo nivel de cobertura.

(131) Esta conclusión queda corroborada por el hecho de
que, desde un punto de vista objetivo, debe consi-
derarse que el nuevo nivel de cobertura debe poder
satisfacer las necesidades de los clientes. Se alegó
que, si se produjera un siniestro de carácter «exce-
dente», una gran parte de los armadores quebrarían
al intentar realizar el pago del anterior nivel de
cobertura de unos 16 500 millones de euros (18 000
millones de dólares estadounidenses) (hay que
precisar que las tarifas cobradas por los P&I Clubs
no tienen en cuenta el coste de un siniestro exce-
dente; los miembros de los P&I Clubs sólo tendrían
que compartir los costes de un siniestro de este tipo
cuando tuviera lugar). Este no puede ser el caso con
el nuevo límite de cobertura más bajo, de unos
3 900 millones de euros (4 250 millones de dólares
estadounidenses).

(132) Existen razones para pensar que el sector naviero
puede enfrentarse a siniestros de hasta 3 900
millones de euros (4 250 millones de dólares esta-
dounidenses). En primer lugar, de la experiencia de
anteriores grandes siniestros puede deducirse que
los gastos no se desembolsan en un único año, sino
en varios, según el ritmo de liquidación de los
siniestros. En segundo lugar, algunos clubes
cuentan con importantes reservas que pueden utili-
zarse para satisfacer una parte del siniestro (con
fecha 20 de febrero de 1997 las reservas alcanzaban
los 900 millones de euros aproximadamente), lo
que reduciría la carga que tendrían que soportar los
armadores individualmente. En tercer lugar, en
anteriores ocasiones el sector fue capaz de enfren-
tarse a aumentos de costes de una magnitud similar
a la de un siniestro excedente (por ejemplo, crisis
del petróleo de los años 70). Y, finalmente, un
siniestro de este tipo supondría para muchos
buques una parte relativamente pequeña de sus
costes anuales de funcionamiento (menos de un
10 %), lo que difícilmente puede llevarles a la
quiebra.
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(133) Por todo ello, puede considerarse que las normas
sobre el nivel mínimo común de cobertura ya no
constituyen una infracción del artículo 86 del
Tratado CE.

2.2.2. Abusos de exclusión. Disposición sobre
reaseguro con arreglo a condiciones
discriminatorias

(134) El Pooling Agreement permite que los asegura-
dores independientes de P&I obtengan reaseguro
de uno de los miembros del IG si cumplen ciertas
condiciones. El pliego de cargos consideraba que el
Pooling Agreement no fijaba unas condiciones
objetivas y no discriminatorias para decidir qué
aseguradores comerciales de P&I podían obtener
reaseguro de sus miembros (sin embargo, en el caso
de las mutualidades independientes de P&I, las
condiciones se consideraban objetivas). Por otro
lado, el Pooling Agreement no contenía ninguna
norma de procedimiento que permitiera a los
aseguradores independientes de P&I (comerciales o
mutualidades) comprobar si se aplicaban correcta-
mente las normas del IG en materia de reaseguros,
por ejemplo, la obligacióon de comunicar la dene-
gación de reaseguro por escrito, precisando las
razones, o la posibilidad de un procedimiento de
recurso.

(135) La ausencia de condiciones objetivas y de garantías
de procedimiento en el Pooling Agreement se
consideró un abuso de posición dominante
conforme a lo dispuesto en el artículo 86 del
Tratado CE. Como ya se señaló, en la actualidad el
IG es la única entidad del mercado que ofrece
cobertura P&I de hasta 3 900 millones de euros
(4 250 millones de dólares estadounidenses), ya que
ningún asegurador independiente puede alcanzar
en solitario la dimensión necesaria. Por otro lado,
los aseguradores independientes no pueden obtener
un alto nivel de reaseguro P&I debido a lo limitado
de sus cuotas de mercado. Por todo ello, el IG
podía atentar fácilmente contra las condiciones de
competencia decidiendo, con arreglo a condiciones
no objetivas, a qué aseguradores independientes
facilitaba reaseguro.

(136) Como se expuso anteriormente (véanse los conside-
randos 27 y 28) el IG ha introducido en la actua-
lidad unas condiciones objetivas que deben apli-
carse a la hora de proporcionar reaseguro a asegura-
dores comerciales, y ha establecido un procedi-
miento para que cualquier asegurador indepen-
diente de P&I pueda comprobar en poco tiempo si
el seguimiento de su caso, en lo que se refiere al
cumplimiento de las condiciones, se lleva a cabo
correctamente: el IG tiene que tomar una decisión

acerca de la solicitud en el plazo de treinta días a
partir de la recepción de toda la información perti-
nente (este plazo puede ampliarse otros treinta días
durante el período de renovación). Si la decisión es
negativa, el asegurador al que se le ha denegado el
reaseguro debe recibir una comunicación por
escrito donde se precisen las razones de la denega-
ción. El asegurador tendrá derecho a recurrir ésta.
Por todo ello, se considera que las normas sobre
reaseguro de aseguradores independientes de P&I
ya no constituyen una infracción del artículo 86 del
Tratado CE.

3. ARTÍCULOS 53 Y 54 DEL ACUERDO EEE

(137) De acuerdo con el artículo 53 del Acuerdo EEE,
quedan prohibidos todos los acuerdos entre
empresas que puedan afectar al comercio entre las
partes contratantes y que tenga por objeto o efecto
restringir el juego de la competencia en el territorio
cubierto por el Acuerdo.

(138) De acuerdo con el apartado 1 del artículo 56 del
Acuerdo EEE, la Comisión resolverá los asuntos
contemplados en el artículo 53, si el acuerdo afecta
al comercio entre Estados miembros de la CE y el
volumen de negocios realizado por las empresas en
el territorio de la Asociación Europea de Libre
Comercio (AELC) es inferior al 33 % del realizado
en el territorio del EEE.

(139) En el caso que nos ocupa, el volumen de negocios
realizado por los P&I Clubs en el territorio de la
AELC es inferior al 33 % del realizado en el terri-
torio del EEE; por lo tanto, corresponde a la Comi-
sión juzgar si el IG ha infringido el artículo 53 del
Acuerdo EEE. Por consiguiente, todos los argu-
mentos desarrollados en la presente Decisión en
torno al artículo 85 serán también aplicables en lo
que al artículo 53 del Acuerdo EEE se refiere.

(140) De acuerdo con el artículo 54 del Acuerdo EEE,
quedará prohibida toda explotación abusiva, por
parte de una o más empresas, de una posición
dominante en el territorio cubierto por el Acuerdo,
o en una parte sustancial del mismo.

(141) De acuerdo con el apartado 2 del artículo 56 del
Acuerdo EEE, la Comisión decidirá sobre los
asuntos contemplados en el artículo 54, si existe
una posición dominante en el territorio de la
Comunidad y de los Estados de la AELC, y el
volumen de negocios realizado por la empresa
dominante en el territorio de los Estados de la
AELC es inferior al 33 % del realizado en el terri-
torio del EEE.
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(142) En el caso que nos ocupa, los P&I Clubs ocupan
una posición dominante colectiva en el mundo
entero y el volumen de negocios que realizan en
los Estados de la AELC es inferior al 33 % del
realizado en todo el área del EEE. Por lo tanto,
corresponde a la Comisión juzgar si han infringido
el artículo 54 del Acuerdo EEE. Por consiguiente,
todos los argumentos desarrollados en la presente
decisión en torno al artículo 86 serán también apli-
cables en lo que al artículo 54 del Acuerdo EEE se
refiere,

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

De acuerdo con la información que obra en su poder, la
Comisión considera que no existen razones, de confor-
midad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 85
del Tratado y en el apartado 1 del artículo 53 del Acuerdo
EEE, para intervenir en relación con el Pooling Agree-
ment y el IGA, con sus modificaciones respectivas, con la
excepción de las normas que rigen los procedimientos de
oferta de precio y los costes mínimos para los buques
cisterna, cuando se aplican a los costes de retención.

Artículo 2

De acuerdo con la información que obra en su poder, la
Comisión considera que no existen razones, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 86 del Tratado y en
el artículo 54 del Acuerdo EEE, para intervenir en rela-
ción con el Pooling Agreement y el IGA, con sus modifi-
caciones respectivas.

Artículo 3

Con arreglo al apartado 3 del artículo 85 del Tratado y al
apartado 3 del artículo 53 del Acuerdo EEE, se declara
inaplicable lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 85
del Tratado y en el apartado 1 del artículo 53 del Acuerdo
EEE a las normas que rigen los procedimientos de oferta
de precio y los costes mínimos para los buques cisterna,
incluidas en el IGA, con sus modificaciones respectivas,
cuando se aplican a los costes de retención. La exención
surtirá efecto a partir del 20 de febrero de 1999, fecha en

que entrarán en vigor las modificaciones del Pooling
Agreement y del IGA, y hasta el 20 de febrero de 2009.

Artículo 4

El IG informará anualmente a la Comisión de cualquier
modificación o adición al acuerdo notificado, así como de
la celebración de cualquier otro acuerdo dentro del grupo.

El IG enviará también anualmente a la Comisión un
informe que exponga si el Pooling Agreement continúa
siendo necesario para permitir a los P&I Clubs ofrecer el
nivel de cobertura convenido en dicho momento. El
informe incluirá una explicación detallada de la evolución
de los mercados de seguros directos y de reaseguros de
P&I. En lo que se refiere a los seguros directos de P&I, el
informe incluirá las cuotas de mercado y los niveles de
cobertura del IG y de cada uno de sus miembros, así
como estimaciones de las cuotas de mercados y niveles de
cobertura de terceros proveedores. En lo relativo al rease-
guro P&I, el informe deberá exponer la estructura del
contrato colectivo de reaseguro de exceso de pérdida
(grados de reaseguro, primas abonadas, reaseguradores
participantes, con sus cuotas correspondientes) y una esti-
mación de los niveles de cobertura facilitados a otros
operadores de P&I.

El IG facilitará anualmente unas estadísticas detalladas del
funcionamiento de los procedimientos de oferta de precio
y de las normas relativas a los precios ofertados a los
buques cisterna.

Artículo 5

El destinatario de la presente Decisión será:

The International Group of P&I Clubs
78 Fenchurch Street
London EC3M 4BT
United Kingdom

Hecho en Bruselas, el 12 de abril de 1999.

Por la Comisión

Karel VAN MIERT

Miembro de la Comisión
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BANCO CENTRAL EUROPEO

DECISIÓN DEL BANCO CENTRAL EUROPEO

de 9 de junio de 1998

relativa a la adopción de las condiciones de contratación del personal del Banco
Central Europeo en su versión modificada de 31 de marzo de 1999

(BCE/1998/4)

(1999/330/CE)

EL CONSEJO DE GOBIERNO DEL BANCO CENTRAL
EUROPEO,

Vistos los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos
Centrales y del Banco Central Europeo (en lo sucesivo
denominados «los Estatutos») y, en particular, el apartado
1 de su artículo 36 y el quinto guión del apartado 2 de su
artículo 47,

Vista la propuesta del Comité ejecutivo del Banco Central
Europeo (en lo sucesivo denominado «BCE»),

Vista la contribución del Consejo General del BCE,

Visto el dictamen del Comité de personal del Instituto
Monetario Europeo,

(1) Considerando que los Estatutos asignan al Consejo
del gobierno del BCE el cometido de establecer, a
propuesta del Comité ejecutivo del BCE, las condi-
ciones de contratación del personal del BCE;

(2) Considerando que las condiciones de contratación
deberán contener las normas que, conjuntamente
con los contratos de trabajo correspondientes, rijan
las relaciones laborables entre el BCE y su personal;

(3) Considerando que las condiciones de contratación
deberán garantizar al BCE los servicios de agentes
que posean las más altas cualidades de indepen-
dencia, competencia, rendimiento e integridad,
seleccionados según una base geográfica lo más
amplia posible entre los nacionales de los Estados
miembros de la Unión Europea, y, al mismo
tiempo, permitir a estos agentes el desempeño de
sus funciones en condiciones que aseguren el
máximo rendimiento;

(4) Considerando que las condiciones de contratación
están destinadas a promover la igualdad de trato, la
seguridad jurídica, la transparencia y la eficacia;

(5) Considerando que, de conformidad con el prin-
cipio de transparencia que sigue el BCE, las condi-
ciones de contratación del personal del BCE se
pondrán a disposición de todos los interesados;

DECIDE:

Artículo 1

Quedan aprobadas en virtud del presente acto las condi-
ciones de contratación del personal del BCE.

Artículo 2

Para información de todos los interesados, los ejemplares
de las condiciones de contratación del personal del BCE
podrán obtenerse dirigiendo la correspondiente solicitud
al BCE (1).

Artículo 3

La presente Decisión se publicará en el Diario Oficial de
las Comunidades Europeas.

Hecho en Fráncfort del Meno, el 31 de marzo de 1999.

El Presidente del Banco Central
Europeo

Willem F. DUISENBERG

(1) Banco Central Europeo, Dirección General de Administración
y Personal, Postfach 16 03 19, D-60066 Frankfurt am Main.
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DECISIÓN DEL BANCO CENTRAL EUROPEO

de 1 de diciembre de 1998

relativa a la participación de los bancos centrales nacionales en la clave de capital
del Banco Central Europeo

(BCE/1998/13)

(1999/331/CE)

EL CONSEJO DE GOBIERNO DEL BANCO CENTRAL
EUROPEO,

Visto el artículo 29 de los Estatutos del Sistema Europeo
de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo (en lo
sucesivo denominados «los Estatutos»),

Considerando que en el artículo 2 de la Decisión del
Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, relativa al
método aplicable para determinar la participación de los
bancos centrles nacionales en la clave de capital del
Banco Central Europeo (BCE/1998/1) (1) se especifica que
«la clave podrá ser revisada antes del inicio de la tercera
fase si la Comisión proporciona, antes de diciembre de
1998, datos estadísticos revisados para determinar la clave
que supongan una modificación de al menos un 0,01 %
de la participación de un banco central nacional»;

Considerando que la Comisión de las Comunidades Euro-
peas proporcionó datos estadísticos revisados con vistas a
determinar dicha clave en noviembre de 1998, de confor-
midad con la normativa adoptada por el Consejo el 5 de
junio de 1998 (2);

Considerando que las participaciones asignadas a los
bancos centrales nacionales en la clave tienen que ser
ajustadas, pues los datos revisados se tradujeron en una
modificación de al menos un 0,01 % de la participación
de un banco central nacional;

Considerando que, en el caso de que la suma de las cifras
proporcionadas por la Comisión de las Comunidades
Europeas no sea igual al 100 %, se compensará la dife-
rencia añadiendo un 0,0001 de punto porcentual a la
participación o participaciones menores en orden ascen-
dente hasta alcanzar exactamente el 100 %, si el total
inicial fuera inferior a este porcentaje,

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

La participación de los bancos centrales nacionales en la
clave prevista en el apartado 1 del artículo 29 de los
Estatutos será la siguiente:

 Nationale Bank van België/Banque
Nationale de Belgique: 2,8658 %,

 Danmarks Nationalbank: 1,6709 %,
 Deutsche Bundesbank: 24,4935 %,
 Bank of Greece: 2,0564 %,
 Banco de España: 8,8935 %,
 Banque de France: 16,8337 %,
 Central Bank of Ireland: 0,8496 %,
 Banca d’Italia: 14,8950 %,
 Banque centrale du Luxembourg: 0,1492 %,
 De Nederlandsche Bank: 4,2780 %,
 Österreichische Nationalbank: 2,3594 %,
 Banco de Portugal: 1,9232 %,
 Suomen Pankki: 1,3970 %,
 Sveriges riksbank: 2,6537 %,
 Bank of England: 14,6811 %.

Artículo 2

1. La presente Decisión sustituirá a la Decisión del
Banco Central Europeo, de 9 de junio de 1998, relativa al
método aplicable para determinar la participación de los
bancos centrales nacionales en la clave de capital del
Banco Central Europeo (BCE/1998/1).

2. La presente Decisión entrará en vigor con efecto
retroactivo al 1 de junio de 1998. El Comité ejecutivo del
Banco Central Europeo podrá tomar cuantas medidas
sean necesarias para efectuar ajustes a las cantidades ya
desembolsadas por los bancos centrales nacionales en
virtud de la Decisión del Banco Central Europeo, de 9 de
junio de 1998, por la que se adoptan las medidas necesa-
rias para el desembolso del capital del Banco Central
Europeo (BCE/1998/2).

3. La presente Decisión se publicará en el Diario
Oficial de las Comunidades Europeas.

Hecho en Fráncfort del Meno, el 1 de diciembre de 1998.

El Presidente del Banco Central
Europeo

Willem F. DUISENBERG

(1) DO L 8 de 14.1.1999, p. 31.
(2) Decisión 98/382/CE del Consejo (DO L 171 de 17.6.1998, p.

33).
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REGLAMENTO INTERNO DEL BANCO CENTRAL EUROPEO EN SU
VERSIÓN MODIFICADA DE 22 DE ABRIL DE 1999

EL CONSEJO DE GOBIERNO DEL BANCO CENTRAL
EUROPEO,

Visto el Protocolo sobre los Estatutos del Sistema Europeo
de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo (en lo
sucesivo denominados «los Estatutos») y, en particular, el
apartado 3 de su artículo 12,

HA DECIDIDO ADOPTAR EL PRESENTE REGLAMENTO
INTERNO:

CAPÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1

Tratado y Estatutos

El presente Reglamento interno complementa el Tratado
constitutivo de la Comunidad Europea (en lo sucesivo
denominado «el Tratado») y los Estatutos, teniendo los
términos que figuran en el presente Reglamento interno
el mismo significado que en el Tratado y en los Estatutos.

CAPÍTULO I

EL CONSEJO DE GOBIERNO

Artículo 2

Fecha y lugar de las reuniones del Consejo de
gobierno

2.1. El Consejo de gobierno decidirá la fecha de las
reuniones a propuesta del Presidente. En principio, el
Consejo se reunirá periódicamente, con arreglo a un
calendario fijado por el Consejo de gobierno con sufi-
ciente antelación respecto del inicio de cada año civil.

2.2. El Presidente convocará una reunión del Consejo
de gobierno si así lo solicitaren al menos tres de sus
miembros.

2.3. El Presidente podrá convocar también reuniones
del Consejo de gobierno cuando lo considere necesario.

2.4. El Consejo de gobierno celebrará normalmente sus
reuniones en las oficinas del Banco Central Europeo (en
lo sucesivo denominado «BCE»).

2.5. Las reuniones podrán tener lugar asimismo
mediante teleconferencia, salvo si tres miembros se
opusieren a ello.

Artículo 3

Asistencia a las reuniones del Consejo de gobierno

3.1. Salvo que el presente Reglamento interno
disponga otra cosa, la asistencia a las reuniones del
Consejo de gobierno estará limitada a sus miembros, al

Presidente del Consejo de la Unión Europea y a un
miembro de la Comisión de las Comunidades Europeas.

3.2. Cada Gobernador podrá ir, normalmente, acompa-
ñado de otra persona que podrá participar en las fases de
las reuniones que no se refieran a las deliberaciones sobre
política monetaria.

3.3. Si un Gobernador no pudiera asistir a una reunión
podrá nombrar, por escrito, a un sustituto, sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 4. Esta circunstancia habrá de
ser notificada por escrito al Presidente con la debida
antelación.

3.4. El Consejo de gobierno podrá asimismo invitar a
otras personas a sus reuniones, si lo considera oportuno.

Artículo 4

Votaciones

4.1. En las votaciones del Consejo de gobierno se
requerirá un quórum de dos tercios de sus miembros. A
falta de quórum, el Presidente podrá convocar una
reunión extraordinaria en la que se podrán adoptar deci-
siones sin necesidad de quórum.

4.2. El Consejo de gobierno procederá a votar a
instancia del Presidente. El Presidente someterá también a
votación un asunto, si cualquier miembro se lo solicitare.

4.3. Las abstenciones no impedirán la adopción por el
Consejo de gobierno de decisiones de conformidad con el
apartado 2 del artículo 41 de los Estatutos.

4.4. Si un miembro del Consejo de gobierno estuviere
imposibilitado para votar durante un período prolongado
(de más de un mes), podrá nombrar a un sustituto como
miembro del Consejo de gobierno.

4.5. De conformidad con el apartado 3 del artículo 10
de los Estatutos, si un Gobernador estuviere imposibili-
tado para votar una decisión que se deba adoptar con
arreglo a los artículos 28, 29, 30, 32, 33 y 51 de los
Estatutos, su sustituto podrá emitir su voto ponderado.

4.6. El Presidente podrá someter un asunto a votación
secreta, si tres miembros del Consejo de gobierno se lo
solicitaren. Si algún miembro del Consejo de gobierno se
viere afectado personalmente por una decisión que se
deba adoptar de conformidad con los apartados 1, 3 o 4
del artículo 11 de los Estatutos, se celebrará siempre una
votación secreta. En esos casos, los miembros interesados
no participarán en la votación.
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4.7. Las decisiones podrán adoptarse asimismo por
procedimiento escrito, a menos que se opusieren a ello
como mínimo tres miembros del Consejo de gobierno.
Un procedimiento escrito requerirá: i) normalmente, no
menos de cinco días hábiles para que cada uno de los
miembros del Consejo de gobierno lo examine; ii) la
firma personal de cada uno de los miembros del Consejo
de gobierno (o de su sustituto, de conformidad con el
apartado 4 del artículo 4), e iii) que dicha decisión conste
en el acta de la siguiente reunión del Consejo de
gobierno.

Artículo 5

Organización de las reuniones del Consejo de
gobierno

5.1. El orden del día de cada reunión será aprobado por
el Consejo de gobierno. El Comité ejecutivo preparará un
orden del día provisional, que se remitirá, junto con los
documentos relativos al mismo, a los miembros del
Consejo de gobierno y a otros participantes autorizados al
menos con ocho días de antelación a la celebración de la
reunión, excepto en casos de urgencia, en cuyo supuesto
el Comité ejecutivo adoptará las decisiones oportunas a la
vista de las circunstancias. El Consejo de gobierno podrá
adoptar la decisión de suprimir puntos del orden del día
provisional o incluir otros nuevos en él a propuesta del
Presidente o de un miembro del Consejo de gobierno. Se
retirará un asunto del orden del día a solicitud de, al
menos, tres de sus miembros si los documentos relativos
al mismo no hubieren sido enviados a los miembros a su
debido tiempo.

5.2. Las actas de las reuniones del Consejo de gobierno
serán sometidas a la aprobación de sus miembros en la
reunión siguiente (o antes, de ser necesario, mediante
procedimiento escrito) y el Presidente las firmará.

CAPÍTULO II

EL COMITÉ EJECUTIVO

Artículo 6

Fecha y lugar de las reuniones del Comité ejecutivo

6.1. El Comité ejecutivo decidirá la fecha de las
reuniones a propuesta del Presidente.

6.2. El Presidente podrá convocar también reuniones
del Comité ejecutivo cuando lo considere necesario.

Artículo 7

Votaciones

7.1. Para que el Comité ejecutivo celebre una votación,
de conformidad con el apartado 5 del artículo 11 de los
Estatutos, se requerirá un quórum de dos tercios de los
miembros. A falta de quórum, el Presidente podrá
convocar una reunión extraordinaria en la que se podrán
adoptar decisiones sin necesidad de quórum.

7.2. Las decisiones podrán adoptarse asimismo por
procedimiento escrito, a menos que se opusieren a ello
como mínimo tres miembros del Comité ejecutivo.

7.3. Los miembros del Comité ejecutivo afectados
personalmente por una decisión que se deba adoptar de
conformidad con los apartados 1, 3 o 4 del artículo 11 de
los Estatutos no participarán en la votación.

Artículo 8

Organización de las reuniones del Comité ejecutivo

El Comité ejecutivo decidirá la organización de sus
reuniones.

CAPÍTULO III

ORGANIZACIÓN DEL BANCO CENTRAL EUROPEO

Artículo 9

Comités del Sistema Europeo de Bancos Centrales

9.1. Se constituirán Comités del Sistema Europeo de
Bancos Centrales (en lo sucesivo denominados «los
Comités del SEBC»), compuestos de representantes del
BCE y del banco central nacional de cada uno de los
Estados miembros participantes, para que colaboren en el
trabajo del Sistema Europeo de Bancos Centrales (en lo
sucesivo denominado «SEBC»).

9.2. El Consejo de gobierno formulará los mandatos de
los Comités del SEBC y nombrará a sus presidentes. Por
lo general, el presidente será un representante del BCE.
Tanto el Consejo de gobierno como el Comité ejecutivo
tendrán derecho a solicitar a los Comités del SEBC estu-
dios sobre asuntos concretos.

9.3. Los Comités del SEBC presentarán informes al
Consejo de gobierno por mediación del Comité ejecutivo.
El Comité de supervisión bancaria no estará obligado a
presentar informes por mediación del Comité ejecutivo
cuando sirva de foro para las consultas sobre cuestiones
no relacionadas con las funciones de supervisión del
SEBC, establecidas en el Tratado y en los Estatutos.

9.4. El banco central nacional de cada uno de los
Estados miembros no participantes podrá nombrar
también a un representante para que participe en las
reuniones de un Comité del SEBC, cuando éste aborde
asuntos que pertenezcan al ámbito de competencia del
Consejo general. Los representantes también podrán ser
invitados a participar en reuniones, siempre que el presi-
dente de un Comité y el Comité ejecutivo lo consideren
oportuno.

9.5. Para los asuntos concretos de interés directo para
la Comisión de las Comunidades Europeas, se podrá
invitar a representantes de los servicios de la Comisión a
que asistan a las reuniones de los Comités del SEBC.
También se podrá invitar a representantes de otros
órganos comunitarios y de terceros, si se considera opor-
tuno.

9.6. El BCE prestará asistencia de secretaría a los
Comités del SEBC.
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Artículo 10

Estructura interna

10.1. El Comité ejecutivo, previa consulta al Consejo
de gobierno, decidirá el número, el nombre y la compe-
tencia respectiva de cada una de las unidades de trabajo
del BCE y hará pública su decisión.

10.2. Todas las unidades de trabajo del BCE estarán
bajo la dirección del Comité ejecutivo. Éste decidirá los
cometidos de cada uno de sus miembros en relación con
las unidades de trabajo del BCE e informará al respecto al
Consejo de gobierno, al Consejo general y al personal del
BCE. Esas decisiones sólo podrán adoptarse en presencia
de todos los miembros del Comité ejecutivo, y siempre
que el Presidente no vote en contra de ellas.

Artículo 11

Personal del BCE

11.1. Cada uno de los miembros del personal del BCE
será informado de su puesto en la estructura del BCE, de
los superiores jerárquicos de los que dependa y de sus
cometidos profesionales.

11.2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 36 y
47 de los Estatutos, el Comité ejecutivo promulgará
normas organizativas (en lo sucesivo denominadas «circu-
lares administrativas»), que serán de obligado cumpli-
miento para el personal del BCE.

11.3. El Comité ejecutivo promulgará y actualizará un
código de conducta para orientación de sus miembros y
de los miembros de su personal.

CAPÍTULO IV

PARTICIPACIÓN DEL CONSEJO GENERAL EN LAS
FUNCIONES DEL SISTEMA EUROPEO DE BANCOS

CENTRALES

Artículo 12

Relación entre el Consejo de gobierno y el Consejo
general

12.1. El Consejo de gobierno dará al Consejo general
del BCE la oportunidad de formular observaciones antes
de adoptar:

 dictámenes de conformidad con el artículo 4 y con el
apartado 1 del artículo 25 de los Estatutos,

 recomendaciones del BCE en el ámbito estadístico, de
conformidad con el artículo 42 de los Estatutos,

 el informe anual,
 las reglas sobre la normalización de procedimientos

contables y de información relativos a las operaciones,
 las medidas para la aplicación del artículo 29 de los

Estatutos,
 las condiciones de contratación del personal del BCE,
 el dictamen del BCE en el ámbito de los preparativos

necesarios para fijar irrevocablemente los tipos de
cambio, ya sea de conformidad con el apartado 5 del

artículo 109 L del Tratado o relativo a los actos jurí-
dicos comunitarios que se habrán de aprobar cuando
se suprima una excepción.

12.2. Siempre que se pida al Consejo general que
formule observaciones de conformidad con el apartado
anterior, se le concederá un período de tiempo razonable,
que no podrá ser inferior a diez días hábiles, para hacerlo.
En caso de urgencia (que se deberá justificar en la peti-
ción), se podrá reducir el período a cinco días hábiles. El
Presidente podrá decidir la utilización del procedimiento
escrito.

12.3. El Presidente informará al Consejo general, de
conformidad con el apartado 4 del artículo 47 de los
Estatutos, sobre las decisiones adoptadas por el Consejo
de gobierno.

Artículo 13

Relación entre el Comité ejecutivo y el Consejo
general

13.1. Antes de que el Comité ejecutivo:

 ponga en práctica actos jurídicos del Consejo de
gobierno para los que, de conformidad con el apartado
1 del artículo 12, se requiera la contribución del
Consejo general,

 adopte, en virtud de los poderes en él delegados por el
Consejo de gobierno de conformidad con el apartado
1 del artículo 12 de los Estatutos, actos jurídicos para
los que, de conformidad con el apartado 1 del artículo
12 del presente Reglamento interno, se requiera la
contribución del Consejo general,

se dará al Consejo general del BCE la oportunidad de
formular observaciones al respecto.

13.2. Siempre que se pida al Consejo general que
formule observaciones de conformidad con lo dispuesto
en el apartado anterior, se le concederá un período de
tiempo razonable, que no podrá ser inferior a diez días
hábiles, para hacerlo. En caso de urgencia (que se deberá
justificar en la petición), se podrá reducir el período a
cinco días hábiles. El Presidente podrá decidir la utiliza-
ción del procedimiento escrito.

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES ESPECÍFICAS DE PROCEDIMIENTO

Artículo 14

Delegación de poderes

14.1. La delegación de poderes del Consejo de
gobierno en el Comité ejecutivo, de conformidad con la
última frase del segundo párrafo del apartado 1 del artí-
culo 12 de los Estatutos, será notificada a los interesados
o, cuando proceda, se publicará, en relación con asuntos
que tengan consecuencias jurídicas para terceros. Los
actos adoptados por delegación serán notificados sin
demora al Consejo de gobierno.
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14.2. Se distribuirá a los interesados la lista de signata-
rios autorizados del BCE, establecida en cumplimiento de
las decisiones adoptadas con arreglo al artículo 39 de los
Estatutos.

Artículo 15

Procedimiento presupuestario

15.1. El Consejo de gobierno, tras recibir una propuesta
del Comité ejecutivo de conformidad con los principios
establecidos por aquél, aprobará, antes del final de cada
ejercicio, el presupuesto del BCE para el ejercicio
siguiente.

15.2. El Consejo de gobierno creará un Comité presu-
puestario para que le preste asistencia en asuntos relacio-
nados con el presupuesto del BCE y establecerá su
mandato y composición.

Artículo 16

Presentación de informes y cuentas anuales

16.1. La competencia para la aprobación del informe
anual requerido por el apartado 3 del artículo 15 de los
Estatutos corresponderá al Consejo de gobierno.

16.2. Se delegará en el Comité ejecutivo la compe-
tencia para aprobar y publicar los informes trimestrales de
conformidad con el apartado 1 del artículo 15 de los
Estatutos, los estados financieros semanales consolidados
de conformidad con el apartado 2 del artículo 15 de los
Estatutos, los balances consolidados de conformidad con
el apartado 3 del artículo 26 de los Estatutos y otros
informes.

16.3. Durante el primer mes del ejercicio siguiente, el
Comité ejecutivo preparará, de conformidad con los prin-
cipios establecidos por el Consejo de gobierno, las cuentas
anuales del BCE, que se presentarán al auditor externo.

16.4. El Consejo de gobierno aprobará las cuentas
anuales del BCE durante el primer trimestre del año
siguiente. Antes de su aprobación, se presentará al
Consejo de gobierno el informe del auditor externo.

Artículo 17

Instrumentos jurídicos del BCE

17.1. Los reglamentos del BCE serán adoptados por el
Consejo de gobierno y serán firmados en su nombre por
el Presidente.

17.2. Las orientaciones del BCE serán adoptadas por el
Consejo de gobierno y, acto seguido, notificadas en una
de las lenguas oficiales de las Comunidades Europeas y
firmadas por el Presidente en nombre del Consejo de
gobierno. En dichas orientaciones se declararán las
razones en las que se basen. La notificación a los bancos

centrales nacionales podrá hacerse mediante fax, correo
electrónico, télex o correo postal. Las orientaciones del
BCE destinadas a la publicación deberán traducirse a las
lenguas oficiales de las Comunidades Europeas.

17.3. El Consejo de gobierno podrá delegar sus poderes
normativos en el Comité ejecutivo para la aplicación de
sus reglamentos y orientaciones. En el reglamento u
orientación de que se trate se deberán especificar las
materias objeto de aplicación, así como los límites y el
alcance de los poderes delegados.

17.4. Las decisiones y recomendaciones del BCE serán
adoptadas por el Consejo de gobierno o el Comité ejecu-
tivo en su respectivo ámbito de competencia y serán
firmadas por el Presidente. En ellas se declararán las
razones en las que se basen. Las recomendaciones sobre
Derecho derivado comunitario de conformidad con el
artículo 42 de los Estatutos serán adoptadas por el
Consejo de gobierno.

17.5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del
artículo 44 y en el primer guión del apartado 1 del artí-
culo 47 de los Estatutos, los dictámenes del BCE serán
adoptados por el Consejo de gobierno. Sin embargo, en
circunstancias excepcionales y salvo que al menos tres
gobernadores expresen su deseo de que el Consejo de
gobierno conserve la competencia sobre la aprobación de
dictámenes concretos, el Comité ejecutivo podrá adoptar
los dictámenes del BCE, en consonancia con las observa-
ciones formuladas por el Consejo de gobierno y teniendo
en cuenta la contribución del Consejo general. Los dictá-
menes del BCE serán firmados por el Presidente.

17.6. Las instrucciones del BCE serán adoptadas por el
Comité ejecutivo y, acto seguido, notificadas en una de las
lenguas oficiales de las Comunidades Europeas y firmadas
en nombre del Comité ejecutivo por dos de sus miembros
o por el Presidente. La notificación a los bancos centrales
nacionales podrá hacerse mediante fax, correo electrónico,
télex o correo postal. Las instrucciones del BCE desti-
nadas a la publicación deberán traducirse a las lenguas
oficiales de las Comunidades Europeas.

17.7. Todos los instrumentos jurídicos del BCE
llevarán una numeración consecutiva para facilitar su
identificación. El Comité ejecutivo adoptará las medidas
necesarias para asegurar la custodia de los originales, la
notificación a los destinatarios o a las autoridades consul-
tantes y la publicación en el Diario Oficial de las Comu-
nidades Europeas y en todas las lenguas oficiales de la
Comunidad Europea de los reglamentos del BCE, sus
dictámenes sobre proyectos legislativos comunitarios y sus
instrumentos jurídicos cuya publicación se haya decidido
expresamente.

17.8. Los principios del Reglamento no 1 del Consejo,
de 15 de abril de 1958, se aplicarán a los actos jurídicos
del BCE contemplados en el artículo 34 de los Estatutos.
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Artículo 18

Procedimiento del apartado 2 del artículo 105 A del
Tratado

Durante el último trimestre de cada año, el Consejo de
gobierno adoptará, mediante una única decisión para
todos los Estados miembros participantes, la aprobación
establecida en el apartado 2 del artículo 105 A del
Tratado, correspondiente al año siguiente.

Artículo 19

Compras

19.1. En las compras de bienes y servicios para el BCE
se tendrán debidamente en cuenta los principios de
publicidad, transparencia, igualdad de acceso, no discrimi-
nación y administración eficiente.

19.2. De forma excepcional, y sin perjuicio del prin-
cipio de administración eficiente, los principios estable-
cidos en el párrafo anterior, no serán de aplicación por
razones de urgencia, seguridad o confidencialidad, ni en
los casos en que haya un único proveedor, ni en el
supuesto de suministros de los bancos centrales nacio-
nales al BCE, ni cuando haya que garantizar la conti-
nuidad de un proveedor ni en el supuesto de activos
recibidos del Instituto Monetario Europeo (en lo sucesivo
denominado el «IME»).

Artículo 20

Selección, nombramiento y promoción del personal

20.1. Todos los miembros del personal serán seleccio-
nados, nombrados y promovidos por el Comité ejecutivo.

20.2. Para la selección, el nombramiento y la promo-
ción de los miembros del personal se tendrán debida-
mente en cuenta los principios de aptitud profesional,
publicidad, transparencia, igualdad de acceso y no discri-
minación. En una circular administrativa se especificarán
más detalladamente las normas y procedimientos para la
contratación y para el ascenso interno.

20.3. El Comité ejecutivo podrá contratar para el BCE
a miembros del personal del IME (en liquidación) sin
normas y procedimientos específicos de contratación.

Artículo 21

Condiciones de contratación

21.1. La relación laboral entre el BCE y su personal
estará regulada por las condiciones de contratación y el
Reglamento del personal.

21.2. Las condiciones de contratación serán aprobadas
y modificadas por el Consejo de gobierno a propuesta del
Comité ejecutivo. Se consultará al Consejo general con

arreglo al procedimiento establecido en el presente Regla-
mento interno.

21.3. Las condiciones de contratación se aplicarán
mediante el Reglamento del personal, cuya aprobación y
modificación corresponderá al Comité ejecutivo.

21.4. Antes de aprobar unas nuevas condiciones de
contratación o un nuevo Reglamento del personal, se
consultará al Comité de personal, cuya opinión se some-
terá al Consejo de gobierno o al Comité ejecutivo.

Artículo 22

Comunicaciones y anuncios

Las comunicaciones y anuncios generales de las deci-
siones adoptadas por los órganos ejecutivos del BCE
podrán hacerse a través del Diario Oficial de las Comuni-
dades Europeas y mediante los sistemas electrónicos de
información habituales en los mercados financieros.

Artículo 23

Confidencialidad de los documentos y archivos del
BCE y acceso a ellos

23.1. Las actas de los órganos encargados de la adop-
ción de decisiones del BCE y de cualquier comité o grupo
creado por ellos serán confidenciales, salvo que el Consejo
de gobierno autorice al Presidente a hacer públicos los
resultados de sus deliberaciones.

23.2. Todos los documentos redactados por el BCE
serán confidenciales, salvo que el Consejo de gobierno
decida lo contrario. El acceso a la documentación y a los
archivos del BCE y a los documentos conservados ante-
riormente en los archivos del IME estará regulado por la
Decisión del Banco Central Europeo, de 3 de noviembre
de 1998, relativa al acceso público a los documentos y
archivos del Banco Central Europeo (BCE/1998/12) (1).

23.3. Los documentos conservados en los archivos del
Comité de Gobernadores de los bancos centrales de los
Estados miembros de la Comunidad Europea, del IME y
del BCE se pondrán a disposición del público transcu-
ridos treinta años. En casos especiales el Consejo de
gobierno podrá reducir ese período.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 24

Modificaciones al presente Reglamento interno

El Consejo de gobierno podrá modificar el presente
Reglamento interno. El Consejo general podrá proponer
modificaciones y el Comité ejecutivo podrá aprobar
normas suplementarias dentro de su ámbito de compe-
tencia.

(1) DO L 110 de 28.4.1999, p. 30.
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Artículo 25

Publicación

El presente Reglamento interno se publicará en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas.

Hecho en Fráncfort del Meno, el 22 de abril de 1999.

En nombre del Consejo de Gobierno

El Presidente

Willem F. DUISENBERG
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RECTIFICACIONES

Rectificación al Reglamento (CE) no 2797/98 del Consejo, de 17 de diciembre de 1998, que sustituye
el anexo del Reglamento (CE) no 1255/96, por el que se suspenden temporalmente los derechos

autónomos del arancel aduanero común sobre algunos productos industriales y agrícolas

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 352 de 29 de diciembre de 1998)

En la página 32, en el anexo, en el octavo producto, los códigos NC y Taric del «papel overlay» quedarán
redactados como sigue:

«Código de la
nomenclatura combinada Taric Designación de la mercancía

Derechos
autónomos

(%)

ex 4802 51 90 10 Papel overlay, de grosor superior a 110 cm y con
ex 4802 52 20 10 un contenido de corindón superior al 5 % en
ex 4802 52 80 10 peso 0».

Rectificación al Reglamento (CE) no 682/1999 de la Comisión, de 29 de marzo de 1999, que modifica
el Reglamento (CE) no 2106/98 por el que se establecen medidas especiales de inaplicación de los

Reglamentos (CEE) nos 3665/87 y 3719/88 en el sector de la carne de vacuno

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 86 de 30 de marzo de 1999)

En la página 3, en el artículo 1, en el apartado 3 rectificado:

en lugar de: «3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 6 del Reglamento (CEE)
no 1964/82 (*) y en el caso de que, el 29 de agosto de 1998, la cantidad total de carne
procedente del deshuesado no haya sido exportada, se aplicarán las disposiciones del apartado
2 y se retendrá la restitución particular de las cantidades que hayan sido objeto de una
declaración de exportación seguida de un despacho al consumo en un tercer país.»,

léase: «3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 6 del Reglamento (CEE)
no 1964/82 (*) y en el caso de que, el 29 de agosto de 1998, la cantidad total de carne
procedente del deshuesado no haya sido exportada, se aplicarán las disposiciones del apartado
2 y el exportador conservará la restitución particular correspondiente a las cantidades que
hayan sido objeto de una declaración de exportación seguida de un despacho al consumo en
un tercer país.».
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Rectificación al Reglamento (CE) no 992/1999 de la Comisión, de 10 mayo de 1999, relativo al
suministro de cereales en concepto de ayuda humanitaria

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 121 de 11 de mayo de 1999)

En la página 10, en el anexo, en el punto 9, «Acondicionamiento»:

en lugar de: «véase DO C 267 de 13.9.1996, p. 1. [1.0 A 1.a, 2.a y B.2]»,
léase: «véase DO C 267 de 13.9.1996, p. 1 [1.0 A 1.a, 2.a y B.3]».

Rectificación al Reglamento (CE) no 1019/1999 de la Comisión, de 17 de mayo de 1999, por el que
se restablece el derecho de aduana preferencial para la importación de claveles de varias flores

(spray) originarios de Israel

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 124 de 18 de mayo de 1999)

En la página 6, en el considerando 5 y en el apartado 2 del artículo 1:

en lugar de: «Reglamento (CE) no 940/1999»,

léase: «Reglamento (CE) no 942/1999».
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